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RESUMEN 
A la minería y demás etapas del proceso del carbón, le son inherentes grandes impactos 
ambientales y sociales debido a las transformaciones que se causan en las regiones donde se 
establece. Así mismo, la región minera ha sido catalogada como área fuente de contaminación 
debido a la emisión de partículas a la atmósfera que en varias partes superan los niveles permitidos 
por las normas. 
 
El daño al medio ambiente que genera la extracción de carbón, se da principalmente por la 
conversión provisional de grandes zonas de suelo, lo cual conlleva a la erosión del suelo, la 
contaminación por ruido y polución del agua, así como impactos en la biodiversidad. Por su parte, 
la atmosfera, también se ve afectada por la combustión del carbón, la cual origina residuos que 
pasan al ambiente como los óxidos de azufre, óxidos de nitrógeno, dióxido de carbono, partículas 
de hidrocarburos, y vapor de agua, los cuales es necesario que sean absorbidos por la naturaleza, 
para no generarle impactos ambientales.  
 
En esta investigación se analiza la responsabilidad que tiene el Estado Colombiano frente al daño 
ambiental generado por la explotación legal de carbón; a través del examen del  ordenamiento 
jurídico colombiano a fin de precisar cómo está consagrada la protección al medio ambiente que 
debe garantizar el Estado; la identificación de los controles que se aplican por parte de las Entidades 
responsables de la vigilancia y control a la explotación legal de carbón, en el marco de la política 
pública de protección al medio ambiente; y el establecimiento de la forma en que opera la reparación 
de los daños ambientales producidos por la minería legal de carbón y como se pueden reducir de 
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A la minería y demás etapas del proceso del carbón, le son inherentes grandes 
impactos ambientales y sociales debido a las transformaciones que se causan en 
las regiones donde se establece. Así mismo, la región minera ha sido catalogada 
como área fuente de contaminación debido a la emisión de partículas a la atmósfera 
que en varias partes superan los niveles permitidos por las normas. 
 
El daño al medio ambiente que genera la extracción de carbón, se da 
principalmente por la conversión provisional de grandes zonas de suelo, lo cual 
conlleva a la erosión del suelo, la contaminación por ruido y polución del agua, así 
como impactos en la biodiversidad. Por su parte, la atmosfera, también se ve 
afectada por la combustión del carbón, la cual origina residuos que pasan al 
ambiente como los óxidos de azufre, óxidos de nitrógeno, dióxido de carbono, 
partículas de hidrocarburos, y vapor de agua, los cuales es necesario que sean 
absorbidos por la naturaleza, para no generarle impactos ambientales.  
 
Por lo anteriormente expuesto, se desarrolla esta investigación que analiza 
la responsabilidad que tiene el Estado Colombiano frente al daño ambiental 
generado por la explotación legal de carbón; a través del examen del  ordenamiento 
jurídico colombiano a fin de precisar cómo está consagrada la protección al medio 
ambiente que debe garantizar el Estado; la identificación de los controles que se 
aplican por parte de las Entidades responsables de la vigilancia y control a la 
explotación legal de carbón, en el marco de la política pública de protección al medio 
ambiente; y el establecimiento de la forma en que opera la reparación de los daños 
ambientales producidos por la minería legal de carbón y como se pueden reducir de 
los impactos negativos generados al medio ambiente, y asociados a la extracción y 




La estructura del trabajo comprende siete (7) capítulos, en los cuales se 
contextualiza y describe el problema planteado, así: 
 
En el primer capítulo se referencian las generalidades de la investigación, es 
decir su título, el planteamiento, formulación y sistematización del problema, así 
como su justificación y objetivos generales y específicos. 
 
El segundo capítulo presenta el marco de referencia, antecedentes, bases 
teóricas y bases legales del trabajo. 
 
En el tercer capítulo se encuentra el diseño metodológico, tipo y método de 
investigación, la población y muestra, y los instrumentos diseñados para la 
recolección de información. 
 
El cuarto capítulo contiene el desarrollo del primer objetivo específico, 
consiste en examinar el ordenamiento jurídico colombiano a fin de precisar cómo 
está consagrada la protección al medio ambiente que debe garantizar el Estado. 
 
En el quinto capítulo, se presenta la identificación de los controles que se 
aplican por parte de las Entidades responsables de la vigilancia y control a la 
explotación legal de carbón, en el marco de la política pública de protección al medio 
ambiente. 
 
El sexto capítulo referencia el establecimiento de la forma en que opera la 
reparación de los daños ambientales producidos por la minería legal de carbón y 
como se pueden reducir de los impactos negativos generados al medio ambiente, y 
asociados a la extracción y explotación de carbón. 
 
Por último en el séptimo capítulo, se realizan las conclusiones producto de la 











La responsabilidad del Estado colombiano ante el daño ambiental generado por la 
explotación legal de carbón. 
 
 
Planteamiento del problema 
 
Colombia es el país con mayores reservas de carbón en América Latina, cuenta con 
recursos potenciales de 16.992 Millones de toneladas (Mt), lo cual ha convertido al 
país en el sexto exportador de carbón del mundo, con una participación de 6,3%, 
equivalente a 50 Mt anuales de carbón; lo que le ha permitido ser uno de los 
mayores motores de impulso regional para ciertos departamentos del país, ya que 
son una fuente principal de ingresos por concepto de extracción, regalías y 
tributación.  (UPME, 2006). 
 
De acuerdo a un estudio realizado y publicado por el Ministerio de Minas y 
Energía (2012), el carbón, es “una fuente generadora de divisas y de empleo, 
concentra el 47% de la actividad minera nacional y representa el 1% del producto 
interno bruto colombiano con algo más de 3.4 billones de pesos. En los últimos años 
se ha consolidado como el segundo producto de exportación nacional después del 
petróleo y se estima que bajo las condiciones de mercado actuales, entre el 2010 y 




En los departamentos de Cundinamarca, Boyacá y Norte de Santander, es 
donde se encuentra la más alta calidad del carbón de Colombia. En el 2012, el 
gobierno de Colombia estimó que estos departamentos producían casi 6,9 millones 
de toneladas de carbón, de las cuales 1,7 millones de toneladas fueron exportadas. 
De los tres departamentos, Norte de Santander es la que exporta el porcentaje más 
alto de su producción, más de dos tercios, seguido por Cundinamarca y Boyacá, en 
donde se encuentra la mayor parte de la producción de carbón metalúrgico y coque. 
(Inter-American Coal, 2013). 
 
Uno de los problemas de la explotación de carbón, es que esta actividad se 
caracteriza por predominar la minería poco tecnificada y la minería a pequeña 
escala y de subsistencia, que es la actividad extractiva desarrollada de manera 
artesanal, sin tecnología, la cual produce contaminación, deterioro, erosión y 
desestabilización del terreno debido a la ausencia de diseños de explotación minera. 
 
De allí que los principales problemas que afectan el medio ambiente y los 
recursos naturales, tienen que ver con el impacto ambiental negativo por la 
explotación de minas de carbón. La contaminación se debe a la baja eficiencia de 
la tecnología empleada para la producción de energía y a la carencia de planes de 
mitigación.  
 
La minería del carbón presenta una incidencia ambiental que puede variar 
según sea a cielo abierto o a través de pozos. Ambas modalidades tienen un 
problema en común que es el de las escombreras, cuyo control ambiental, 
construcción de depósitos estables y cubrimientos de éstos para evitar su 
disgregación, implica un aumento significativo de los costos de explotación. Cuando 
la minería del carbón se realiza a través de pozos, existe una gran peligrosidad y el 
riesgo que para la vida y salud de los mineros representa esta modalidad, y bien 
merece recordarse que la vida humana es, desde el punto de vista del medio 
ambiente, el bien superior. 
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En Colombia, la Constitución Política, en sus artículos 79 y 80,  consagra el 
derecho a disfrutar de un medio ambiente sano y asigna al Estado, la competencia 
para planificar, manejar y aprovechar los recursos naturales como instrumentos 
para garantizar su desarrollo sostenible; su conservación, restauración y sustitución, 
así como la ejecución de acciones relacionadas con la prevención y el control de los 
factores de deterioro ambiental; la imposición de sanciones legales y exigir la 
reparación de los daños causados, en un marco legal que garantiza la participación 
de la comunidad en las decisiones que puedan afectarla. (Corte Constitucional, 
Sentencia T-608 de 2011). 
 
La protección del medio ambiente es una garantía constitucional, ya que el 
Estado está obligado a preservar el medio ambiente, problema que a todos afecta 
como colectividad y cualquier ciudadano debe tener el derecho de demandar, la 
reparación del daño al Estado, cuando se le afecte su medio ambiente, porque al 
afectarlo está atentando contra su salud y contra el desarrollo de un ambiente sano, 
al cual tiene derecho por ser parte del entorno. (Padilla, 2014). 
 
Al respecto de la responsabilidad del Estado por el daño ambiental, la Ley 23 
de 1973, art. 16, ha consagrado lo siguiente: 
 
El Estado será civilmente responsable por los daños ocasionados al hombre o 
a los recursos naturales de propiedad privada como consecuencia de acciones 
que generan contaminación o detrimento del medio ambiente. Los particulares 
lo serán por las mismas razones y por el daño o uso inadecuado de los 
recursos naturales. 
 
Sin embargo, a pesar de todo lo anterior, la situación que se evidencia es 
totalmente contraria a lo consagrado en el ordenamiento jurídico colombiano, pues 
se siguen explotando los recursos mineros de manera poco planificada, lo cual 
genera daños irreversibles al medio ambiente, especialmente a los suelos por la 
deforestación que estas actividades producen, afectando con ello al ecosistema y 
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las personas; generando además con ello posibles demandas al Estado, por su 
responsabilidad en el daño ambiental que se genera con la explotación de los 
recursos mineros.  
 
De subsistir este problema, se verán afectados el medio ambiente, las 
personas por los daños ocasionados al ecosistema por la actividad extractiva del 
carbón; así como el Estado quien podrá ser declarado responsable civilmente por 




Formulación del problema 
 
¿Qué responsabilidad tiene el Estado Colombiano frente al daño ambiental 
generado por la explotación legal de carbón? 
 
 
Sistematización del problema 
 
¿Cómo está consagrada en el ordenamiento jurídico colombiano la protección al 
medio ambiente que debe garantizar el Estado? 
 
¿Qué controles se aplican por parte de las Entidades responsables de la 
vigilancia y control a la explotación legal de carbón, en el marco de la política pública 
de protección al medio ambiente? 
 
¿Cómo opera la reparación de los daños ambientales producidos por la 
minería legal de carbón y cómo se puede lograr la reducción de los impactos 







El desarrollo de la investigación que se propone resulta de especial interés para los 
estudiosos del derecho, toda vez que el daño ambiental que se está generando al 
suelo, a la fauna, a la flora, y en general a la atmosfera con la explotación de carbón, 
conlleva una serie de responsabilidades tanto de parte del Estado, como de los 
propietarios o explotadores de las minas; en el primero de los casos como garante 
de la protección del medio ambiente; y en el segundo de ellos, por la responsabilidad 
social que les asiste de generar planes de mitigación. 
 
En muchos de los casos los daños causados al ecosistema pueden resultar 
irreparables por no haber sido realizados en el debido tiempo, es decir son daños 
irreversibles, lo cual hace responsable al Estado por su falta de vigilancia sobre las 
actividades que realizan las empresas o personas encargadas de explotar los 
recursos mineros; situación que hace importante abordar esta problemática. 
 
Lo anterior hace conveniente estudiar este tema, toda vez que el Estado es 
responsable de los daños causados al medio ambiente, en este caso producto de 
unas malas prácticas para la explotación de los recursos minerales, toda vez que el 
Estado debe priorizar la protección del ambiente, so pena de tener que, no solo 
compensar sino indemnizar a la comunidad en general por los daños causados con 
este tipo de explotación. 
 
Se espera que la actual investigación confirme la hipótesis planteada referente 
a la existencia de responsabilidad administrativa del Estado por el daño ambiental 
causado con la explotación poco planificada y desordenada de sus recursos 
mineros.   
 
En segundo lugar, que se beneficie la sociedad en general, puesto que la 
preservación de los recursos mineros constituye un tema de utilidad pública e 
interés social, y además porque la minería se ha convertido en una problemática 
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toda vez que causa daños ambientales, específicamente por los residuos que 
genera la extracción de este recurso que producen o tienen la potencialidad de 
producir daños que sobrepasan los límites de asimilación soportables tanto por los 
seres humanos como por el mismo ecosistema, vulnerando de esta manera el 
derecho constitucional de todos los administrados a gozar de un ambiente sano, los 
cuales pueden reclamar al Estado un reconocimiento y pago de indemnizaciones 
por los  perjuicios ocasionados por el incumplimiento o cumplimiento irregular, tardío 
o defectuoso de las funciones asignadas a cargo de sus autoridades públicas de 
prevenir, controlar y vigilar los factores de deterioro ambiental por el 
aprovechamiento irracional de los recursos naturales. 
 
Y en tercer lugar, se busca que el análisis realizado aporte conocimiento a la 
comunidad académica siendo una guía para el lector en la que se conteste al 
interrogante de la existencia de responsabilidad administrativa del Estado frente al 
incumplimiento de las funciones encomendadas de protección del derecho al 









Analizar la responsabilidad que tiene el Estado Colombiano frente al daño ambiental 




Examinar el ordenamiento jurídico colombiano a fin de precisar cómo está 
consagrada la protección al medio ambiente que debe garantizar el Estado. 
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Identificar los controles que se aplican por parte de las Entidades responsables 
de la vigilancia y control a la explotación legal de carbón, en el marco de la política 
pública de protección al medio ambiente. 
 
Establecer la forma en que opera la reparación de los daños ambientales 
producidos por la minería legal de carbón y como se pueden reducir de los impactos 
negativos generados al medio ambiente, y asociados a la extracción y explotación 











Responsabilidad extracontractual del Estado colombiano por daños causados al 
medio ambiente.  (2014). Elaborado por: Cairo Alirio Giraldo Castaño. Universidad 
Libre de Colombia, Bogotá. Este trabajo presentado como requisito de grado de la 
Maestría en Derecho Administrativo, aborda aspectos relacionados con la 
protección al medio ambiente en un Estado Social de Derecho, los fines del Estado 
y la protección ambiental, lo mismo que el estudio de instrumentos internacionales 
(tratados internacionales, protocolos, declaraciones) de donde se deriva buena 
parte de la responsabilidad estatal por contaminación ambiental. La investigación 
busca establecer cuál es la responsabilidad del Estado colombiano cuando por 
acción u omisión se causan daños a sus habitantes, o a su territorio; por lo cual se 
considera pertinente tener en cuenta este estudio dentro de la investigación que se 
realizará.  
 
La responsabilidad administrativa por daños ocasionados al medio ambiente 
en el derecho comparado. (2013). Elaborado por: Aimara de Oro Díaz. Universidad 
de Ciego de Ávila, Cuba. La responsabilidad administrativa por daños al medio 
ambiente es aquella que tiene la Administración de un país para sancionar 
administrativamente al que infrinja su normativa medioambiental. Esta 
responsabilidad es analizada por muchos países, pues son las Administraciones de 
cada Estado las que deben tomar las medidas necesarias desde el punto de vista 
jurídico legal para la preservación de los recursos naturales y el medio ambiente en 
general. Por ello, analizamos el tratamiento de esta responsabilidad administrativa 
por daños al medio ambiente en países como España (miembro de la Unión 
Europea), Panamá, Argentina, Colombia, Perú y Cuba (países de América Latina).  
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Este artículo aborda el marco jurídico básico, que aborda de forma directa el daño 
ambiental y la responsabilidad administrativa referente a las agresiones del medio 
Ambiente en Colombia. 
 
Responsabilidad administrativa del Estado por el daño ambiental causado con 
la minería aurífera ilegal. (2013). Elaborado por: Nubia Albenis Acosta Monroy y 
Grece Carolina Silva Bermúdez.  Universidad Militar Nueva Granada. “Esta 
investigación se desarrolló aplicando el enfoque de la investigación jurídica, 
analizando la responsabilidad administrativa del Estado por los daños antijurídicos 
generados con la actividad minera aurífera ilegal desde el contenido de las normas 
jurídicas, jurisprudencia y doctrina. El tipo de investigación fue la explicativa, 
teniendo en cuenta que el estudio se centró en responder a que le Estado es 
responsable por la falta de diligencia y cuidado en las funciones públicas asignadas, 
para el efecto se consultaron fuentes bibliográficas, informes e investigaciones 
realizadas por entidades estatales como el Ministerio de Minas y Energía (MME), el 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (MAVDT) hoy Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), la Contraloría General de la República 
(CGR), la Procuraduría General de la Nación (PGN), entre otros”. Este trabajo es 
un importante referente ya que en él se identifica el marco jurídico que regula el 
derecho ambiental en Colombia, lo cual es motivo de estudio en la investigación a 
desarrollar. 
 
Efectividad de los instrumentos administrativos de sanción y exigencia de la 
reparación del daño ambiental en Colombia. (2008). Elaborado por: Leonardo Güiza 
Suárez. Defensoría del Pueblo, Bogotá. Este artículo busca presentar ante la 
sociedad y la academia una investigación que tardó más de un año y que consolidó 
esfuerzos de entidades públicas como la Defensoría del Pueblo, las diferentes 
autoridades ambientales del país y la Contraloría General de la República, en 
búsqueda de dilucidar la efectividad, debilidades y fortalezas de los instrumentos 
jurídicos vigentes para que el Estado, representado por las autoridades ambientales 





La protección al medio ambiente 
 
La definición más aceptada de medio ambiente es la que se dio en la Conferencia 
de las Naciones Unidas, Estocolmo, 1972: “Es el conjunto de componentes físicos, 
químicos, biológicos y sociales, capaces de afectar de forma directa o indirecta, en 
un plazo corto o largo, sobre los seres vivos y las actividades humanas”.  
 
El primer antecedente en materia de protección ambiental, se da en Colombia, 
con la expedición del Código de Recursos Naturales Renovables y de Protección al 
Medio Ambiente en 1973, el cual surge a raíz de la preocupación universal por la 
creciente contaminación de la tierra, las aguas, el aire, la reducción de la capa de 
ozono y el recalentamiento del globo, causadas por la explosión industrial y el 
indiscriminado uso de los recursos naturales. 
 
Sin embargo, la norma que implementó el concepto de responsabilidad por 
daños al medio ambiente, fue la Ley 23 de 1973, la cual en su artículo 16, cuando 
en forma específica lo definió: “El Estado será civilmente responsable por los daños 
ocasionados al hombre o a los recursos naturales de propiedad privada como 
consecuencia de acciones que generen contaminación o detrimento del medio 
ambiente. Los particulares lo serán por las mismas razones y por el daño o uso 
inadecuado de los recursos naturales de propiedad del Estado (...)”.  
 
Posteriormente, en la nueva Constitución Política de Colombia expedida en 
1991, la protección al medio ambiente se elevó a categoría constitucional, como en 
efecto se consagró en el artículo 80 de la Carta, la cual acoge la protección al medio 




El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 
sustitución.   
 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 
imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. 
 
Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas 
situados en las zonas fronterizas. 
 
En este mismo sentido, el ordenamiento superior ha destacado como los 
planes de desarrollo territorial se deben elaborar y adoptar de manera 
concertada con el propuesto por el gobierno nacional. 
 
 
El daño ambiental 
 
La propia ley colombiana se ha encargado de dar una definición de daño ambiental. 
Para comentar cabalmente dicha definición, se debe recordar que la misma está 
inserta en el artículo 42 de la ley 99 de 1993, que se refiere a las Tasas Retributivas 
y Compensatorias, lo cual significa que no tenemos una definición concebida como 
tal, sino como elemento de cuantificación de la tasa retributiva. En este sentido no 
se trata propiamente de una definición concebida para tal efecto por la ley, como es 
usanza en este campo legislativo en donde hay artículos que dan definiciones, sino 
de una definición dada para efectos de fijar el alcance de otro concepto. En efecto, 
para fijar la tasa se señalan algunos factores a tener en cuenta, tales como el valor 
de depreciación del recurso afectado, el de los costos sociales y ambientales del 
daño, y los costos de recuperación del recurso afectado, y, lo que aquí interesa, el 
de la evaluación económica de los daños sociales y ambientales causados. 
Comprende entonces la Tasa Retributiva daños sociales y ambientales, y bajo estas 
condiciones se pasa a la definición de estos últimos, así: Se entiende por daño 
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ambiental el que afecte el normal funcionamiento de los ecosistemas o la 
renovabilidad de sus recursos y componentes. Este texto debe ser leído en 
concordancia con el artículo 8° del decreto 2811 de 1974, porque en este se 
ejemplifican los factores que deterioran el medio ambiente, el cual expresa que:  
 
Se consideran factores que deterioran el ambiente, entre otros: a) la 
contaminación del aire, de las aguas, del suelo y de los demás recursos 
naturales renovables. Se entiende por contaminación la alteración del 
ambiente con sustancias o formas de energía puestas en él, por actividad 
humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles capaces 
de interferir el bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la 
fauna, degradar la calidad del ambiente de los recursos de la Nación o de los 
particulares. Se entiende por contaminante cualquier elemento, combinación 
de elementos, o forma de energía que actual o potencialmente pueda producir 
alteración ambiental de las precedentemente descritas. La contaminación 
puede ser física, química o biológica. b) la degradación, la erosión y el 
revenimiento de suelos y tierras. C) las alteraciones nocivas de la topografía. 
d) Las alteraciones nocivas del flujo natural de las aguas. e) La sedimentación 
en los cursos y depósitos de agua. f) Los cambios nocivos del lecho de las 
aguas. g) La extinción o disminución cuantitativa o cualitativa de especies 
animales o vegetales o de recursos genéticos. h) La introducción y 
propagación de enfermedades y de plagas. i) La introducción, utilización y 
transporte de especies animales o vegetales dañinas o de productos de 
sustancias peligrosas. j) La alteración perjudicial o intiestética de paisajes 
naturales. k) La disminución o extinción de fuentes naturales de energía 
primaria. l) La acumulación o disposición inadecuada de residuos, basuras, 
desechos y desperdicios. m) el ruido nocivo. n) el uso inadecuado de 
sustancias peligrosas. o) la eutrificación, es decir, el crecimiento excesivo y 
anormal de la flora en lagos y lagunas. p) La concentración de población 
humana urbana o rural en condiciones habitacionales que atenten contra el 




La definición en términos legales con el propósito ya indicado coincide con el 
llamado Daño Ambiental Puro, en el entendido de que, "aquello que ha 
caracterizado regularmente las afrentas al medio ambiente es que no afectan 
especialmente una u otra persona determinada, sino exclusivamente el medio 
natural en sí mismo considerado, es decir, las 'cosas comunes' que en ocasiones 
hemos designado como 'bienes ambientales' tales como el agua, el aire, la flora y 
la fauna salvaje. Se trata entonces de aquello que se ha convenido llamar 'perjuicios 
ecológicos puros”. (Viney y Jourdain, 1998, p. 55). 
 
No sobra reiterar que la ventaja de la "definición legal" que hemos visto es el 
ser genérica, al comprender todo tipo de daños al ecosistema. Es una ventaja solo 
en la medida en la que se le aísle del concepto de tasa retributiva, porque los daños 
al ecosistema no necesariamente tienen relación con las tasas que se pagan por la 
contaminación, como puede ser el robo de huevos o crías (piénsese en los huevos 
de iguana), la destrucción de hábitats, entre otros. En estos casos hay daño a pesar 
de no haber tasa retributiva. Pero también se debe aislar la noción de daño 
ambiental de lo que constituye el pago de las tasas porque, como se verá, sus 
alcances son disímiles así como lo es su naturaleza. En estos casos el daño no se 
paga con la tasa. 
 
Esta definición de Daño Ambiental Puro como afrenta a los bienes 
ambientales, está indudablemente relacionada con otro concepto que bien 
podríamos denominar Daño Ambiental Consecutivo, bajo el cual se estudian las 
repercusiones de una afrenta al medio ambiente pero respecto de una persona 
determinada, es decir, las repercusiones que la contaminación o el deterioro 
ecológico generan en la persona o bienes apropiables e intercambiables de los 
particulares. Es esta una de las características del Derecho Ambiental porque el 
daño ambiental se causa siempre a la colectividad, pero con repercusiones, en 
ocasiones, sobre bienes individuales. En efecto, la persona tiene posibilidad de 
accionar en su nombre para pedir una indemnización propia (Daño Ambiental 
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Consecutivo), como de accionar en nombre de una colectividad para pedir una 
indemnización de la cual no se puede apropiar pero de la cual sí puede gozar, que 
es realmente la que constituye la reparación del daño ambiental en su estado puro. 
 
La precisión es importante porque cierto sector de la doctrina ha definido el 
daño ambiental no solo como aquel que lesiona el derecho colectivo del medio 
ambiente, sino como aquel que lesiona derechos individuales apropiables. Es decir, 
que dicho daño "puede lesionar un propietario o un poseedor así como una persona 
que solo posea el derecho de vivir sin molestias". (Tricot, 1999, p. 39). Si bien la 
apreciación es cierta porque dicha dualidad caracteriza la mayoría de eventos de 
daños ambientales, consideramos que peca por no resaltar la especificidad de lo 
que denominamos Daño Ambiental Puro, que excluye la posibilidad de que la 
indemnización del mismo acrezca exclusivamente el patrimonio individual. La 
reparación del Daño Ambiental Puro restablece el derecho colectivo vulnerado, con 
lo cual se excluye que restablezca solo un derecho individual: su objeto es diferente. 
Si bien en ocasiones el daño ambiental se puede reparar indemnizando al 
propietario individual, como por ejemplo cuando hay una quema de un terreno de 
propiedad privada, también es cierto que esa indemnización es para el "propietario" 
porque llega directamente a su patrimonio. Se podrá decir que el derecho colectivo 
se beneficia con la indemnización individual, y es cierto, pero solo de manera 
indirecta, porque dicha indemnización ingresa primero al patrimonio del propietario, 
quien podrá disponer de los derechos que le son inherentes en tanto tal. El derecho 
de dominio, así sea con la consustancial función social y ecológica, lo ejerce el 
propietario.  
 
Que la indemnización dada al propietario sea o no suficiente para indemnizar 
el Daño Ambiental Puro, es otra discusión. En efecto, puede ocurrir que a pesar de 
que se indemnizó al propietario por el terreno quemado, y se volvió a restablecer el 
mismo, se produjeron otros daños al ecosistema que quedan sin reparar, y que 
serían objeto de otra indemnización. Aún más, puede ocurrir que a pesar de que el 
propietario individual no quiera iniciar acción para restablecer su terreno, se pueda 
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reparar el medio ambiente mediante una acción popular. Es decir, prevalece la 
posibilidad de proteger el derecho colectivo en la hipótesis en comento, esto es, 
cuando quien tiene una disposición directa sobre tal derecho no tenga interés de 
buscar la reparación.  
 
Esta posición se refuerza por la "función social de la propiedad que implica 
obligaciones", según manda el artículo 58 de nuestra Constitución en el cual, 
además, se afirma expresamente que, "como tal, le es inherente una función 
ecológica". Esta posición supone "que el derecho de propiedad ya no es un derecho 
subjetivo, sino que da lugar a la concepción de función social, según la cual la 
garantía de la propiedad privada queda condicionada a que ella responda a los 
intereses de la colectividad. El titular debe actuar de forma que, además de no 
causar perjuicios a la comunidad, garantice que el uso de la cosa reportará 
beneficios a ésta". (Ponce de León, 1999, p. 507). 
 
Se observa entonces que en el derecho del medio ambiente existe la 
particularidad de que siempre hay un daño a un bien de la colectividad, y que en 
ocasiones ese daño al bien de la colectividad repercute sobre un bien apropiable 
por un patrimonio particular, así tenga, obviamente, que cumplir con su función 
social o ecológica. No se comparte así la definición del profesor De Miguel Perales 
porque se centra en el Daño Ambiental Consecutivo sin dar relevancia el Daño 
Ambiental Puro, que es el que realmente interesa a la materia. (Perales, 1997, p. 
88). El error reside, se repite, en el hecho de que considera Daño Ambiental Puro 
las consecuencias que sufren bienes ambientales apropiables por los particulares, 
siendo que, en estricto sentido, el daño ambiental no puede tener tal particularidad, 
porque es precisamente sobre un bien colectivo. Es cierto que hay bienes 
ambientales que se pueden apropiar por particulares (sería el caso del suelo o del 
agua que nace y muere en una misma heredad, art. 677 del Código Civil), pero ello 
no le quita la característica de bien ambiental y de lesión a un derecho colectivo que 
supone la posibilidad de que, aún si el propietario no desea su reparación, la puede, 
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y aún la debe buscar, cualquier otro ser humano o cualquiera entidad pública o 
privada.  
 
Sobre la base de la concepción anterior, en donde el Daño Ambiental Puro se 
distingue por "afectar el normal funcionamiento de los ecosistemas o la 
renovabilidad de sus recursos y componentes", así como por ser "supraindividual", 
nos alejamos entonces de la esfera estrictamente individual, en el sentido de bienes 
apropiables, como elemento definitorio del daño al medio ambiente. Es aquí donde 
nuevamente el derecho ambiental permite predicar que la afrenta al patrimonio no 
es individual en su sentido clásico, sino en su sentido socializado. Es así como, 
"este público recibe el agravio colectivo, al cual no se puede responder aislada o 
individualmente para evitar que el daño se extienda, continúe o se repare. La acción 
de defensa o de reparación no puede estar sólo en cabeza de cada damnificado. 
Tiene que ser colectiva como lo es también el daño causado". (Sarmiento Palacio, 
1988, p. 7). Es por ello que el daño se da directamente al ecosistema e 
indirectamente al ser humano que se sirve de él, y es por ello por lo que la persona 
solo puede reclamar a favor del ecosistema gracias a su relación con él. Si se logra 
hacer la distinción entre Daño Ambiental Puro y Daño Ambiental Consecutivo, 
logramos la claridad de saber qué es lo que se está indemnizando por una u otra 
vía, porque determinamos con anterioridad aquello que se dañó. La distinción 
señalada entre Daño Ambiental Puro y Daño Ambiental Consecutivo marcará no 
sólo la forma de reparación del daño, sino la finalidad de cada acción que busca 
proteger el medio ambiente. 
 
Buen ejemplo de esta posición es la Convención de Lugano en donde se 
señala que da lugar a reparación "toda pérdida o daño que resulte de la alteración 
del medio ambiente", en el cual se entienden comprendidos recursos como el agua, 
el aire, la fauna y la flora, así como la interacción entre ellos. 
 
Se concluye entonces que Daño Ambiental Puro es la aminoración de los 
bienes colectivos que conforman el medio ambiente, y que Daño Ambiental 
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Consecutivo es la repercusión del Daño Ambiental Puro sobre el patrimonio 






Constitución Política de Colombia de 1991 
 
ARTICULO 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. 
La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan 
afectarlo. 
 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para 
el logro de estos fines. 
 
ARTICULO 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. 
 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 
imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. 
 
Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas 




Ley 23 de 1973 
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Por el cual se conceden facultades extraordinarias al Presidente de la República 
para expedir el Código de Recursos Naturales y de Protección al Medio Ambiente 
y se dictan otras disposiciones 
 
Artículo 16. El Estado será civilmente responsable por los daños ocasionados al 
hombre o a los recursos naturales de propiedad privada como consecuencia de 
acciones que generan contaminación o detrimento del medio ambiente. Los 
particulares lo serán por las mismas razones y por el daño o uso inadecuado de los 
recursos naturales de propiedad del Estado. 
 
 
Ley 9 de 1979 
Por la cual se dictan Medidas Sanitaria 
 
Artículo 596º.- Todo habitante tiene el derecho a vivir en un ambiente sano en la 
forma en que las leyes y reglamentos especiales determinen y el deber de proteger 
y mejorar el ambiente que lo rodea. 
 
 
Ley 99 de 1993 
Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público 
encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA y se dictan 
otras disposiciones 
 
Artículo 31: Corresponde a las Corporaciones Autónomas Regionales: (…) 
 
11.  Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de 
las actividades de exploración, explotación, beneficio, transporte, uso y depósito de 
los recursos naturales no renovables, así como de otras actividades, proyectos o 




12. Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de los 
usos del agua, el suelo, el aire y los demás recursos naturales renovables, lo cual 
comprenderá el vertimiento, emisión o incorporación de sustancias o residuos 
líquidos, sólidos y gaseosos, a las aguas en cualquiera de sus formas, al aire o a 
los suelos, así como los vertimientos o emisiones que puedan causar daño o poner 
en peligro el normal desarrollo sostenible de los recursos naturales renovables o 
impedir u obstaculizar su empleo para otros usos.  (…) 
 
ARTÍCULO 42. TASAS RETRIBUTIVAS Y COMPENSATORIAS. La utilización 
directa o indirecta de la atmósfera, del agua y del suelo, para introducir o arrojar 
desechos o desperdicios agrícolas, mineros o industriales, aguas negras o servidas 
de cualquier origen, humos, vapores y sustancias nocivas que sean resultado de 
actividades antrópicas o propiciadas por el hombre, o actividades económicas o de 
servicio, sean o no lucrativas, se sujetará al pago de tasas retributivas por las 
consecuencias nocivas de las actividades expresadas. 
 
También podrán fijarse tasas para compensar los gastos de mantenimiento de 
la renovabilidad de los recursos naturales renovables. Queda así subrogado el 
artículo 18 del Decreto número 2811 de 1974. 
 
 
Ley 685 de 2001 
Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones 
 
Artículo 5°. Propiedad de los Recursos Mineros. Los minerales de cualquier clase y 
ubicación, yacentes en el suelo o el subsuelo, en cualquier estado físico natural, son 
de la exclusiva propiedad del Estado, sin consideración a que la propiedad, 
posesión o tenencia de los correspondientes terrenos, sean de otras entidades 




Quedan a salvo las situaciones jurídicas individuales, subjetivas y concretas 
provenientes de títulos de propiedad privada de minas perfeccionadas con arreglo 
a las leyes preexistentes.  (…) 
 
Artículo 10. Definición de Mina y Mineral. Para los efectos de este Código se 
entenderá por mina, el yacimiento, formación o criadero de minerales o de materias 
fósiles, útil y aprovechable económicamente, ya se encuentre en el suelo o el 
subsuelo. También para los mismos efectos, se entenderá por mineral la sustancia 
cristalina, por lo general inorgánica, con características físicas y químicas propias 
debido a un agrupamiento atómico específico.  (…) 
 
Artículo  14. Título minero. A partir de la vigencia de este Código, únicamente 
se podrá constituir, declarar y probar el derecho a explorar y explotar minas de 
propiedad estatal, mediante el contrato de concesión minera, debidamente otorgado 
e inscrito en el Registro Minero Nacional. 
 
Lo dispuesto en el presente artículo deja a salvo los derechos provenientes de 
las licencias de exploración, permisos o licencias de explotación, contratos de 
explotación y contratos celebrados sobre áreas de aporte, vigentes al entrar a regir 
este Código. Igualmente quedan a salvo las situaciones jurídicas individuales, 
subjetivas y concretas provenientes de títulos de propiedad privada de minas 
perfeccionadas antes de la vigencia del presente estatuto. (…) 
 
Artículo  31. Reservas especiales. Adicionado por el art. 2, Ley 1382 de 2010, 
Modificado por el art. 147, Decreto Nacional 019 de 2012.  El Gobierno Nacional por 
motivos de orden social o económico determinados en cada caso, de oficio o por 
solicitud expresa de la comunidad minera, en aquellas áreas en donde existan 
explotaciones tradicionales de minería informal, delimitará zonas en las cuales 
temporalmente no se admitirán nuevas propuestas, sobre todos o algunos 
minerales. Su objeto será adelantar estudios geológico-mineros y desarrollar 
proyectos mineros estratégicos para el país destinados a determinar las clases de 
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proyectos mineros especiales y su puesta en marcha. En todo caso, estos estudios 
geológico-mineros y la iniciación de los respectivos proyectos no podrán tardar más 
de dos (2) años. La concesión sólo se otorgará a las mismas comunidades que 
hayan ejercido las explotaciones mineras tradicionales, así hubiere solicitud de 
terceros. Todo lo anterior sin perjuicio de los títulos mineros vigentes, otorgados o 
reconocidos. 
 
Artículo 32. Las áreas libres. Las áreas objeto de las reservas especiales que 
no hubieren quedado vinculadas a los programas y proyectos mineros comunitarios, 
quedarán libres para ser otorgadas a los terceros proponentes, bajo el régimen 
ordinario de concesión regulado por este Código. 
 
Artículo 33. Zonas de Seguridad Nacional. El Gobierno Nacional podrá 
establecer sólo por razones de seguridad nacional, zonas dentro de las cuales no 
podrán presentarse propuestas ni celebrarse contratos de concesión sobre todos o 
determinados minerales. Esta reserva tendrá vigencia mientras, a juicio del 
Gobierno, subsistan las circunstancias que hubieren motivado su establecimiento. 
En caso de ser abolida o modificada dicha reserva, en el mismo acto se determinará 
la forma como los particulares, en igualdad de condiciones, pueden presentar 
propuestas para contratar la exploración y explotación de las áreas, bajo el régimen 
ordinario de concesión. 
 
Artículo  34. Modificado por el art. 3, Ley 1382 de 2010. Zonas excluibles de la 
minería. No podrán ejecutarse trabajos y obras de exploración y explotación mineras 
en zonas declaradas y delimitadas conforme a la normatividad vigente como de 
protección y desarrollo de los recursos naturales renovables o del ambiente y que, 
de acuerdo con las disposiciones legales sobre la materia, expresamente excluyan 
dichos trabajos y obras. 
Las zonas de exclusión mencionadas serán las que se constituyan conforme 
a las disposiciones vigentes, como áreas que integran el sistema de parques 
nacionales naturales, parques naturales de carácter regional y zonas de reserva 
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forestales. Estas zonas para producir estos efectos, deberán ser delimitadas 
geográficamente por la autoridad ambiental con base en estudios técnicos, sociales 
y ambientales con la colaboración de la autoridad minera, en aquellas áreas de 
interés minero. 
 
Para que puedan excluirse o restringirse trabajos y obras de exploración y 
explotación mineras en las zonas de protección y desarrollo de los recursos 
naturales renovables o del ambiente, el acto que las declare deberá estar 
expresamente motivado en estudios que determinen la incompatibilidad o 
restricción en relación con las actividades mineras. 
 
No obstante, la autoridad minera previo acto administrativo fundamentado de 
la autoridad ambiental que decrete la sustracción del área requerida, podrá autorizar 
que en las zonas mencionadas en el presente artículo, con excepción de los 
parques, puedan adelantarse actividades mineras en forma restringida o sólo por 
determinados métodos y sistemas de extracción que no afecten los objetivos de la 
zona de exclusión. Para tal efecto, el interesado en el Contrato de Concesión deberá 
presentar los estudios que demuestren la compatibilidad de las actividades mineras 
con tales objetivos. 
 
Artículo  35. Zonas de minería restringida. Podrán efectuarse trabajos y obras 
de exploración y de explotación de minas en las siguientes zonas y lugares, con las 
restricciones que se expresan a continuación: 
 
a) Dentro del perímetro urbano de las ciudades o poblados, señalado por los 
acuerdos municipales adoptados de conformidad con las normas legales sobre 
régimen municipal, salvo en las áreas en las cuales estén prohibidas las actividades 
mineras de acuerdo con dichas normas; 
b) En las áreas ocupadas por construcciones rurales, incluyendo sus huertas, 
jardines y solares anexos, siempre y cuando se cuente con el consentimiento de su 




c) En las zonas definidas como de especial interés arqueológico, histórico o 
cultural siempre y cuando se cuente con la autorización de la autoridad competente; 
 
d) En las playas, zonas de bajamar y en los trayectos fluviales servidos por 
empresas públicas de transporte y cuya utilización continua haya sido establecida 
por la autoridad competente, si esta autoridad, bajo ciertas condiciones técnicas y 
operativas, que ella misma señale, permite previamente que tales actividades se 
realicen en dichos trayectos; 
 
e) En las áreas ocupadas por una obra pública o adscritas a un servicio público 
siempre y cuando: 
 
i. Cuente con el permiso previo de la persona a cuyo cargo estén el uso y 
gestión de la obra o servicio; 
 
ii. que las normas aplicables a la obra o servicio no sean incompatibles con la 
actividad minera por ejecutarse y 
 
iii. que el ejercicio de la minería en tales áreas no afecte la estabilidad de las 
construcciones e instalaciones en uso de la obra o servicio. 
 
f) En las zonas constituidas como zonas mineras indígenas siempre y cuando 
las correspondientes autoridades comunitarias, dentro del plazo que se les señale, 
no hubieren ejercitado su derecho preferencial a obtener el título minero para 
explorar y explotar, con arreglo a lo dispuesto por el Capítulo XIV de este Código; 
 
g) En las zonas constituidas como zonas mineras de comunidades negras 
siempre y cuando las correspondientes autoridades comunitarias, dentro del plazo 
que se les señale, no hubieren ejercitado su derecho preferencial a obtener el título 
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minero para explorar y explotar, con arreglo a lo dispuesto por el Capítulo XIV de 
este Código; 
 
h) En las zonas constituidas como zonas mineras mixtas siempre y cuando las 
correspondientes autoridades comunitarias, dentro del plazo que se les señale, no 
hubieren ejercitado su derecho preferencial a obtener el título minero para explorar 
y explotar, con arreglo a lo dispuesto por el Capítulo XIV de este Código. 
 
Una vez consultadas las entidades a que se refiere este artículo, los 
funcionarios a quienes se formule la correspondiente solicitud deberán resolverla en 
el término improrrogable de treinta (30) días, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
Pasado este término la autoridad competente resolverá lo pertinente. 
 
Artículo 36. Efectos de la exclusión o restricción. En los contratos de concesión 
se entenderán excluidas o restringidas de pleno derecho, las zonas, terrenos y 
trayectos en los cuales, de conformidad con los artículos anteriores, está prohibida 
la actividad minera o se entenderá condicionada a la obtención de permisos o 
autorizaciones especiales. Esta exclusión o restricción no requerirá ser declarada 
por autoridad alguna, ni de mención expresa en los actos y contratos, ni de renuncia 
del proponente o concesionario a las mencionadas zonas y terrenos. Si de hecho 
dichas zonas y terrenos fueren ocupados por obras o labores del concesionario, la 
autoridad minera ordenará su inmediato retiro y desalojo, sin pago, compensación 
o indemnización alguna por esta causa. Lo anterior, sin perjuicio de las actuaciones 
que inicien las autoridades competentes en cada caso cuando a ello hubiere lugar. 
Artículo  37. Prohibición legal. Reglamentado por el Decreto Nacional 934 de 
2013, Reglamentado por el Decreto Nacional 2691 de 2014, Con excepción de las 
facultades de las autoridades nacionales y regionales que se señalan en los 
artículos 34 y 35 anteriores, ninguna autoridad regional, seccional o local podrá 
establecer zonas del territorio que queden permanente o transitoriamente excluidas 




Esta prohibición comprende los planes de ordenamiento territorial de que trata 
el siguiente artículo. 
 
Artículo  38. Ordenamiento Territorial. Adicionado por el art. 4, Ley 1382 de 
2010. En la elaboración, modificación y ejecución de los planes de ordenamiento 
territorial, la autoridad competente se sujetará a la información geológico-minera 
disponible sobre las zonas respectivas, así como lo dispuesto en el presente Código 
sobre zonas de reservas especiales y zonas excluibles de la minería. 
 
Artículo  84. Programa de trabajos y obras. Como resultado de los estudios y 
trabajos de exploración, el concesionario, antes del vencimiento definitivo de este 
período, presentará para la aprobación de la autoridad concedente o el auditor, el 
Programa de Trabajos y Obras de Explotación que se anexará al contrato como 
parte de las obligaciones. Este programa deberá contener los siguientes elementos 
y documentos: 
 
1. Delimitación definitiva del área de explotación. 
 
2. Mapa topográfico de dicha área. 
 
3. Detallada información cartográfica del área y, si se tratare de minería marina 
especificaciones batimétricas. 
 
4. Ubicación, cálculo y características de las reservas que habrán de ser 
explotadas en desarrollo del proyecto. 
 
5. Descripción y localización de las instalaciones y obras de minería, depósito 
de minerales, beneficio y transporte y, si es del caso, de transformación. 
 
6. Plan Minero de Explotación, que incluirá la indicación de las guías técnicas 




7. Plan de Obras de Recuperación geomorfológica paisajística y forestal del 
sistema alterado. 
 
8. Escala y duración de la producción esperada. 
 
9. Características físicas y químicas de los minerales por explotarse. 
 
10. Descripción y localización de las obras e instalaciones necesarias para el 
ejercicio de las servidumbres inherentes a las operaciones mineras. 
 
11. Plan de cierre de la explotación y abandono de los montajes y de la 
infraestructura. 
 
Parágrafo. Adicionado por el art. 7, Ley 1382 de 2010 
 
Artículo 85. Estudio de Impacto Ambiental. Simultáneamente con el Programa 
de Trabajos y Obras deberá presentarse el estudio que demuestre la factibilidad 
ambiental de dicho programa. Sin la aprobación expresa de este estudio y la 
expedición de la Licencia Ambiental correspondiente no habrá lugar a la iniciación 
de los trabajos y obras de explotación minera. Las obras de recuperación 
geomorfológica, paisajística y forestal del ecosistema alterado serán ejecutados por 
profesionales afines a cada una de estas labores. Dicha licencia con las 
restricciones y condicionamientos que imponga al concesionario, formarán parte de 
sus obligaciones contractuales. 
 
Artículo 86. Correcciones. Si la autoridad concedente encontrare deficiencias 
u omisiones de fondo en el Programa de Trabajo y Obras o la autoridad ambiental 
en el Estudio de Impacto Ambiental, que no pudiere corregirse o adicionarse de 
oficio, se ordenarán hacerlo al concesionario. Las observaciones y correcciones 




No habrá lugar a pedir correcciones o adiciones de simple forma o que no 
incidan en el lleno de los requisitos y elementos sustanciales del Programa de 
Trabajo y Obras y del Estudio de Impacto Ambiental o que no impidan establecer y 
valorar sus componentes. 
 
Artículo 87. Dependientes y subcontratistas. El concesionario podrá ejecutar 
todos los estudios, trabajos y obras de exploración, por medio de sus dependientes 
o por medio de subcontratistas. En ambos casos será directamente responsable 
ante la autoridad concedente, de los actos u omisiones de unos y otros hasta por la 
culpa leve. Frente a terceros dicha responsabilidad se establecerá en la forma y 
grado en que prevén las disposiciones civiles y comerciales ordinarias. 
 
Artículo 88. Conocimiento y reserva de información. El concesionario 
suministrará al Sistema Nacional de Información Minera previsto en el Capítulo XXX 
la información técnica y económica resultante de sus estudios y trabajos mineros. 
Su divulgación y uso para cualquier finalidad por parte de la autoridad fiscalizadora 
o por terceros se hará luego de haber sido consolidada en el Sistema aludido, y sólo 
para los fines establecidos en este Código. 
 
Artículo 95. Naturaleza de la explotación. La explotación es el conjunto de 
operaciones que tienen por objeto la extracción o captación de los minerales 
yacentes en el suelo o subsuelo del área de la concesión, su acopio, su beneficio y 
el cierre y abandono de los montajes y de la infraestructura. El acopio y el beneficio 
pueden realizarse dentro o fuera de dicha área. 
 
El beneficio de los minerales consiste en el proceso de separación, molienda, 
trituración, lavado, concentración y otras operaciones similares, a que se somete el 




Artículo 96. Iniciación. El período de explotación comercial del contrato se 
inicia formalmente al vencimiento del período de construcción y montaje, incluyendo 
sus prórrogas. De esta iniciación se dará aviso escrito a la autoridad concedente y 
a la autoridad ambiental. La fecha de la iniciación formal se tendrá en cuenta para 
todos los efectos del contrato, aunque el concesionario hubiere realizado labores de 
explotación anticipada de acuerdo con el artículo 94 de este Código. 
 
Artículo 97.  Seguridad de personas y bienes. En la construcción de las obras 
y en la ejecución de los trabajos de explotación, se deberán adoptar y mantener las 
medidas y disponer del personal y de los medios materiales necesarios para 
preservar la vida e integridad de las personas vinculadas a la empresa y 
eventualmente de terceros, de conformidad con las normas vigentes sobre 
seguridad, higiene y salud ocupacional. 
 
Artículo 98. Disposición de la producción. El concesionario dispondrá 
libremente el destino de los minerales explotados y establecerá las condiciones de 
su enajenación y comercialización. 
 
Artículo 99. Manejo adecuado de los recursos. El concesionario está obligado 
a poner en práctica las reglas, métodos y procedimientos técnicos propios de la 
explotación minera, que eviten daños a los materiales explotados o removidos o que 
deterioren o esterilicen las reservas "in situ" susceptibles de eventual 
aprovechamiento. Las normas y medidas de conservación o manejo adecuado de 
los recursos se adoptarán por el Gobierno mediante reglamento teniendo en cuenta 
las clases de minería y se aplicarán previo concepto técnico en cada caso. 
 
Artículo  100. Registros de la producción. Durante la explotación se llevarán 
registros e inventarios actualizados de la producción en boca o borde de mina y en 
sitios de acopio, para establecer en todo tiempo los volúmenes de los minerales en 
bruto y de los entregados a las plantas de beneficio y si fuere del caso, a las de 
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transformación. Estos registros e inventarios se suministrarán, con la periodicidad 
que señale la autoridad, al Sistema Nacional de Información Minera. 
 
Artículo 107. Obligaciones ambientales. En todos los programas de 
operaciones conjuntas de que tratan las disposiciones anteriores, los 
concesionarios y demás beneficiarios de los títulos incluidos en tales programas 
serán solidariamente responsables de las obligaciones ambientales 
correspondientes. (…) 
 
Artículo 194. Sostenibilidad. El deber de manejar adecuadamente los recursos 
naturales renovables y la integridad y disfrute del ambiente, es compatible y 
concurrente con la necesidad de fomentar y desarrollar racionalmente el 
aprovechamiento de los recursos mineros como componentes básicos de la 
economía nacional y el bienestar social. Este principio deberá inspirar la adopción 
y aplicación de las normas, medidas y decisiones que regulan la interacción de los 







Ley 1333 de 2009 
Por la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan otras 
disposiciones. 
 
ARTÍCULO 1o. TITULARIDAD DE LA POTESTAD SANCIONATORIA EN MATERIA 
AMBIENTAL. El Estado es el titular de la potestad sancionatoria en materia 
ambiental y la ejerce sin perjuicio de las competencias legales de otras autoridades 
a través del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las 
Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible, las Unidades 
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Ambientales de los grandes centros urbanos a que se refiere el artículo 66 de la Ley 
99 de 1993, los establecimientos públicos ambientales a que se refiere el artículo 
13 de la Ley 768 de 2002 y la Unidad Administrativa Especial del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales, Uaespnn, de conformidad con las competencias 
establecidas por la ley y los reglamentos. 
 
PARÁGRAFO. En materia ambiental, se presume la culpa o el dolo del 
infractor, lo cual dará lugar a las medidas preventivas. El infractor será sancionado 
definitivamente si no desvirtúa la presunción de culpa o dolo para lo cual tendrá la 
carga de la prueba y podrá utilizar todos los medios probatorios legales. 
 
ARTÍCULO 2o. FACULTAD A PREVENCIÓN. El Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial; la Unidad Administrativa Especial del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales; las Corporaciones Autónomas Regionales y las de 
Desarrollo Sostenible; las Unidades Ambientales Urbanas de los grandes centros 
urbanos a que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993; los establecimientos 
públicos a los que hace alusión el artículo 13 de la Ley 768 de 2002; la Armada 
Nacional; así como los departamentos, municipios y distritos, quedan investidos a 
prevención de la respectiva autoridad en materia sancionatoria ambiental. En 
consecuencia, estas autoridades están habilitadas para imponer y ejecutar las 
medidas preventivas y sancionatorias consagradas en esta ley y que sean 
aplicables, según el caso, sin perjuicio de las competencias legales de otras 
autoridades. 
 
PARÁGRAFO. En todo caso las sanciones solamente podrán ser impuestas 
por la autoridad ambiental competente para otorgar la respectiva licencia ambiental, 
permiso, concesión y demás autorizaciones ambientales e instrumentos de manejo 
y control ambiental, previo agotamiento del procedimiento sancionatorio. Para el 
efecto anterior, la autoridad que haya impuesto la medida preventiva deberá dar 
traslado de las actuaciones a la autoridad ambiental competente, dentro de los cinco 





Decreto ley 2811 de 1974 
Mediante el cual se profirió el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables 
y de protección al ambiente 
 
ARTICULO 8o. Se consideran factores que deterioran el ambiente, entre otros:  
 
a) La contaminación del aire, de las aguas, del suelo y de los demás recursos 
naturales renovables. Se entiende por contaminación la alteración del ambiente con 
sustancias o formas de energía puestas en él, por actividad humana o de la 
naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir el 
bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la fauna, degradar la 
calidad del ambiente de los recursos de la nación o de los particulares. Se entiende 
por contaminante cualquier elemento, combinación de elementos, o forma de 
energía que actual o potencialmente pueda producir alteración ambiental de las 
precedentemente descritas. La contaminación puede ser física, química o biológica;  
b) La degradación, la erosión y el revenimiento de suelos y tierras  
c) Las alteraciones nocivas de la topografía;  
d) Las alteraciones nocivas del flujo natural de las aguas;  
e) La sedimentación en los cursos y depósitos de agua;  
f) Los cambios nocivos el lecho de las aguas;  
g) La extinción o disminución cuantitativa o cualitativa de especies animales o 
vegetales o de recursos genéticos;  
h) La introducción y propagación de enfermedades y de plagas;  
i) La introducción, utilización y transporte de especies animales o vegetales 
dañinas o de productos de sustancias peligrosas; 
 j) La alteración perjudicial o antiestética de paisajes naturales;  
k) La disminución o extinción de fuentes naturales de energía primaria;  




m) El ruido nocivo;  
n) El uso inadecuado de sustancias peligrosas;  
o) La eutrificación, es decir, el crecimiento excesivo y anormal de la flora en 
lagos y lagunas. 
p) La concentración de población humana urbana o rural en condiciones 
habitacionales que atenten contra el bienestar y la salud. 
 
 
Sentencia C-671 de 2001 
 
La preservación de un medio ambiente sano para las generaciones presentes y 
futuras, se ha convertido así, en un objetivo de principio, y en el punto de partida de 
una política universal a través de la cual se busca lograr un desarrollo sostenible, 
entendido éste como aquél desarrollo que “satisfaga las necesidades del presente, 
sin comprometer la capacidad de que las futuras generaciones puedan satisfacer 




Sentencia C-339 de 2002 
 
En este sentido, el Estado tiene la obligación de exigir la reparación de los daños 
ambientales (Constitución Política de Colombia, art. 80 inciso 2), lo cual se hace a 
través de varios mecanismos como la imposición de medidas u obligaciones de 
mitigación en la licencias ambientales y la exigencia de reparación de los daños 
ambientales, establecida junto con las sanciones administrativas de carácter 
ambiental que imponen las autoridades ambientales.  
 
 




(…) Tales actividades, adquirieron especial relevancia desde el siglo anterior, 
cuando los procesos de industrialización y tecnificación, sumados al crecimiento de 
la población mundial, se aceleraron de forma desmedida, sin un criterio de 
sostenibilidad, generando un impacto negativo sobre los recursos naturales y el 
ecosistema global.  
 
(…) 3.3. En este contexto, la preocupación ambientalista vino a tomarse en serio, 
solo cuando existió el pleno convencimiento del grave daño que el desarrollo 
incontrolado y la explotación sin límites de los recursos naturales, ha causado al 
propio ser humano y a su entorno ecológico. Tales daños se han materializado, 
entre muchos otros, (i) en niveles peligrosos de contaminación de agua, aire, tierra 
y seres vivos, (ii) agotamiento de la capa de ozono, (iii) calentamiento global, (iv) 
degradación de hábitats y deforestación, (v) destrucción y agotamiento de recursos 
insustituibles y, con ello, (vi) graves deficiencias en el ambiente que resultan nocivas 





Sentencia T-154 de 2013 
   
La conservación del ambiente no solo es considerada como un asunto de interés 
general, sino principalmente como un derecho internacional y local de rango 
constitucional, del cual son titulares todos los seres humanos, “en conexidad con el 
ineludible deber del Estado de garantizar la vida de las personas en condiciones 
dignas, precaviendo cualquier injerencia nociva que atente contra su salud”. Al 
efecto, la Constitución de 1991 impuso al Estado colombiano la obligación de 
asegurar las condiciones que permitan a las personas gozar de un ambiente sano, 
y dispuso el deber de todos de contribuir a tal fin, mediante la participación en la 
toma de decisiones ambientales y el ejercicio de acciones públicas y otras garantías 




Sin duda, la explotación, transporte y almacenamiento de carbón genera 
dispersión de partículas, que afectan la pureza del aire, al igual que la tierra y el 
agua donde finalmente caen. En tal virtud, esas actividades deben estar sometidas 
a vigilancia, con específicas y severas medidas sanitarias y de control, tendientes a 
proteger la indemnidad del ambiente, el bienestar general y, particularmente, la 
salud y demás derechos de la población circunvecina. 
 
 
Sentencia C-123 de 2014 
 
Estudio si una prohibición para que los Concejos Municipales y distritales excluyeran 
zonas de su territorio de la realización de actividades de exploración y explotación 
minera resultaba una limitación desproporcionada de la competencia para regular 





Sentencia C-035 de 2016 
 
La actividad minera tiene considerables repercusiones de orden ambiental, social y 
económico, las cuales inciden de manera directa o indirecta sobre las personas y 
los territorios en los que se desarrolla dicha actividad, y condicionan de manera 
decisiva las facultades de ordenación del territorio y determinación de usos del suelo 
que corresponde a las entidades territoriales. De esa manera, ninguna autoridad del 
orden nacional  puede adoptar unilateralmente decisiones a este respecto que 
excluyan la participación de quienes, en el ámbito local, reciben de manera directa 





Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 
Consejero ponente: MARCO ANTONIO VELILLA MORENO, Radicación número: 
15001-23-31-000-2003-02013-01(AP), 17 de febrero de 2011 
 
Declarase la responsabilidad solidaria del DEPARTAMENTO DE BOYACÁ, el 
MUNICIPIO DE COMBITA, la CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE 
BOYACÁ y de los señores MARÍA OTILIA BUENO, MARCO AURELIO CÁRDENAS, 
FRANCISCO FONSECA, JUAN AGUILAR MATTA Y ALCIBÍADES GONZÁLEZ, en 
la vulneración y amenaza de los derechos colectivos relacionados con el goce de 
un ambiente sano, la existencia del equilibrio ecológico, y el manejo y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo 
sostenible, su restauración, su conservación, o sustitución, la conservación de las 
especies animales y vegetales, la protección de las áreas de especial importancia 
ecológica de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás 





Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 
Consejero ponente: MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO, Radicación número: 
25000232400019989116401, 18 de septiembre de 2014 
 
La oposición al proyecto de explotación aurífera que pretendía desarrollar la 
sociedad actora, no sólo se fundamentó en la oposición social o política del proyecto 
como lo manifiesta el apelante, sino que se analizaron todos los efectos negativos 
del mismo desde distintas ópticas como la técnica, económica y por supuesto la 





Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 
Consejero ponente: MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ, Radicación 
número: 25000-23-24-000-2011-00654-01(AP), 05 de febrero de 2015 
 
La Agencia Nacional de Minería debe apoyar a las entidades competentes para 
erradicar la explotación minera ilegal La función de seguimiento y control de los 
títulos mineros, corresponde a la Vicepresidencia de Seguimiento, Control y 
Seguridad Minera de la citada entidad, Agencia Nacional de Minería… Obsérvese 
entonces, que las funciones de seguimiento y control a la actividad minera, no se 
circunscriben a aquellas actividades que cuentan con títulos de exploración y 
explotación legalmente otorgados, como lo sugiere en la contestación de la 
demanda y en el recurso de apelación la Agencia Nacional de Minería. En este 
orden de ideas, las afirmaciones de la recurrente carecen de sustento jurídico, pues 
la norma transcrita es clara en establecer que dicha entidad, no solo debe diseñar, 
implementar y realizar el control de los titulares de obligaciones mineras sino 
también verificar el estado de los yacimientos y proyectos mineros, teniendo en 
cuenta información geológica, minera, ambiental y económica, así como brindar 







Tipo y método de investigación 
 
El trabajo a realizar es naturaleza jurídica y de tipo analítico - descriptivo,  ya que 
con él mismo se busca analizar la responsabilidad que tiene el Estado Colombiano 
frente al daño ambiental generado por la explotación legal del carbón.  Por tratarse 
de una investigación jurídica, el fundamento de la investigación será el análisis de 
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la legislación y jurisprudencia que se encarga del tema de la protección al medio 
ambiente que debe garantizar el Estado.  
 
A su vez la parte descriptiva, permitirá identificar los controles que se aplican 
por parte de las Entidades responsables de la vigilancia y control a la explotación 
de carbón, en el marco de la política pública de protección al medio ambiente; así 
como establecer la forma en que opera la reparación de los daños ambientales 
producidos por la minería de carbón y como se pueden reducir de los impactos 
negativos generados al medio ambiente, y asociados a la extracción y explotación 
legal de carbón.  
 
Por ser un trabajo jurídico, que requiere principalmente del estudio de la norma 
y la jurisprudencia,  para lo que se hará uso de la hermenéutica jurídica. Además,  
se hará uso del método lógico – inductivo, ya que a través de él se aplican los 
principios descubiertos a casos particulares, es decir, se estudiará el daño ambiental 
generado  por la extracción y explotación legal de carbón, y la responsabilidad del 
Estado, a partir de los elementos normativos y jurisprudenciales.  
 
 
Población y muestra 
 
 No se contempla en esta investigación, la realización de encuestas o 
entrevistas a un grupo poblacional, por lo cual no existe población, ni muestra, toda 
vez, que es una investigación sobre del daño ambiental generado por la explotación 
legal de carbón.  
 
 
Instrumentos de recolección de información 
 
 Como se ha dicho anteriormente es un estudio de caso fundamentado en el 
del daño ambiental generado por la explotación legal de carbón,  fundamentado en 
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la legislación y la jurisprudencia, y otra información de carácter documental, por lo 
cual la información que se debe recopilar es la relacionada con normatividad 
jurídica, sentencias,  ensayos y otros escritos relacionados con el tema, por lo cual 
para recopilar la información requerida para cada uno de los tres (3) objetivos 
específicos planteados, se utilizará una ficha o matriz, así:  
 
Anexo A: Matriz de análisis normativo: Dirigido a examinar el ordenamiento 
jurídico colombiano a fin de precisar cómo está consagrada la protección al medio 
ambiente que debe garantizar el Estado. 
 
Anexo B: Matriz de análisis documental: Dirigido a identificar los controles 
que se aplican por parte de las Entidades responsables de la vigilancia y control a 
la explotación de legal carbón, en el marco de la política pública de protección al 
medio ambiente. 
 
Anexo C. Matriz de análisis jurisprudencial: Dirigido a establecer la forma en 
que opera la reparación de los daños ambientales producidos por la minería de 
carbón y como se pueden reducir de los impactos negativos generados al medio 
ambiente, y asociados a la extracción y explotación legal de carbón.  
Técnicas de análisis de información 
 
 Una vez obtenida la información se realizará el análisis documental y de 
información,  lo cual se hará a través del procesamiento analítico sintético que, a su 
vez, incluye la descripción bibliográfica y general de la fuente, la clasificación, 







LA PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE QUE DEBE GARANTIZAR EL ESTADO 
EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
 
La Constitución de 1991, consagró 49 artículos a la protección del medio 
ambiente y los recursos naturales, situación que le mereció el calificativo de 
Constitución ecológica, por parte de algunos tratadistas.  Dentro de estas normas 
constitucionales se destacan las siguientes: 
 
La obligación del Estado y de las personas de proteger las riquezas  
culturales y naturales de la Nación (art. 8°); 
 
La atención del saneamiento ambiental como servicio público a cargo del 
Estado (art. 49); 
 
La función social que cumple la propiedad, (a la que le es) inherente una 
función ecológica (art. 58); 
 
El reconocimiento de condiciones especiales de crédito agropecuario 
teniendo en cuenta las calamidades ambientales (art. 66); 
 
La educación como proceso de formación para la protección del ambiente 
(art. 67); 
 
El derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano; la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo; y el deber 
del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas 
de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro efectivo de 




La obligación del Estado de planificar el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución; prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 
imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados; y 
cooperar con otras naciones en la protección de los ecosistemas en las zonas 
fronterizas (art. 80); 
 
La prohibición de fabricación, importación, posesión y uso de armas 
químicas, biológicas y nucleares, como la introducción al territorio de residuos 
nucleares y desechos tóxicos; la regulación de ingreso y salida del país de los 
recursos genéticos y su utilización, conforme al interés nacional (art. 81); 
 
El deber del Estado de velar por la protección de la integridad del espacio 
público y su destinación al uso común, que prevalece sobre el interés particular (art. 
82); 
 
Las acciones populares para la protección de los derechos e intereses 
colectivos como el espacio y el ambiente; así mismo, definirá los casos de 
responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses 
colectivos  (art. 88); 
 
El deber de la persona y del ciudadano de proteger los recursos culturales y 
naturales del país y de velar por la conservación de un ambiente sano (art. 95.8); 
 
La función del Congreso de reglamentar la creación y funcionamiento de 
corporaciones autónomas regionales (art. 150.7); 
 
La declaratoria de la emergencia ecológica por el Presidente de la República 
y sus ministros y la facultad de dictar decretos legislativos (art. 215); 
El deber del Estado de promover la internacionalización de las relaciones 




La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye un control financiero, de 
gestión y de resultados fundado en la valoración de los costos ambientales (art. 267, 
inc. 3°); 
 
Presentación por el Contralor General al Congreso de un informe anual sobre 
el estado de los recursos naturales y el medio ambiente (art. 268.7); 
 
Función del Procurador General de defender los intereses colectivos, 
especialmente el ambiente (art. 277.4); 
 
Función del Defensor del Pueblo de interponer acciones populares (art. 
282.5); 
 
Por mandato de la ley, la posibilidad que los departamentos y municipios 
ubicados en zonas fronterizas adelanten con la entidad territorial limítrofe del país 
vecino, de igual nivel, programas de cooperación e integración dirigidos a la 
preservación del medio ambiente (art. 289); 
 
La competencia de las asambleas departamentales para regular el ambiente 
(art. 300.2); 
 
Posibilidad legal de establecer para los departamentos diversas capacidades 
y competencias de gestión administrativa y fiscal diferentes a las mencionadas 
constitucionalmente, en atención a mejorar la administración o prestación de los 
servicios públicos de acuerdo a las circunstancias ecológicas (art. 302); 
El régimen especial previsto para el departamento archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina, uno de cuyos objetivos es la preservación del 




La competencia de los concejos municipales para dictar normas relacionadas 
con el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico (art. 313.9); 
 
La destinación mediante ley de un porcentaje de los tributos municipales 
sobre la propiedad inmueble a las entidades encargadas del manejo y conservación 
del ambiente y de los recursos naturales renovables (art. 317); 
 
Las funciones que se atribuyen a los territorios indígenas (consejos) para 
velar por la aplicación de las normas sobre usos del suelo y la preservación de los 
recursos naturales (art. 330, núms. 1º y 5°); 
 
La creación de la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la 
Magdalena la cual tiene entre sus objetivos el aprovechamiento y preservación del 
ambiente, los recursos ictiológicos y demás recursos naturales renovables (art. 
331); 
 
El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no 
renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a 
las leyes preexistentes (art. 332); 
 
La empresa tiene una función social que implica obligaciones; la ley 
delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exija el interés social, 
el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación (art. 333); 
 
La intervención del Estado por mandato de la ley en la explotación de los 
recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución utilización y 
consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la 
economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del 




La necesidad de incluir las políticas ambientales en el Plan Nacional de 
Desarrollo (art. 339); 
 
Existencia de un Consejo Nacional de Planeación integrado por 
representantes de los sectores ecológicos, entre otros (art. 340); 
 
El señalamiento de la preservación del ambiente como una destinataria de 
los recursos del Fondo Nacional de Regalías (art. 361); y 
 
La inclusión del saneamiento ambiental como uno de las finalidades sociales 
del Estado (art. 366). 
 
De este conjunto de deberes ambientales a cargo del Estado, sobresalen los 
artículos 79 y 80 de la Constitución Política, que establecen: 
 
ARTICULO  79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un 
ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las 
decisiones que puedan afectarlo. 
 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la 
educación para el logro de estos fines. 
 
ARTICULO  80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de 
los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución. 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 





Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los 
ecosistemas situados en las zonas fronterizas. 
 
Es decir, que es deber del Estado, a través de sus distintas entidades que 
desarrollan sus funciones, proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica, garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración o sustitución y prevenir y controlar los 
factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación 
de los daños causados. 
 
En un estudio elaborado por Guiza (2008), denominado “Efectividad de los 
instrumentos administrativos de sanción y exigencia de la reparación del daño 
ambiental en Colombia”, establece que con respecto al daño ambiental producido 
por las actividades mineras, el Estado colombiano tiene básicamente cuatro 
deberes, conforme a la Constitución Política de Colombia: la prevención, la 
mitigación, la indemnización y la punición, así: 
 
1. El Estado colombiano tiene el deber de prevenir los daños 
ambientales, contemplado en los siguientes preceptos constitucionales: 
 
- Prevenir los factores de deterioro ambiental (art. 80 inciso 2); 
- Planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 
sustitución (art. 80 inciso 1); 
- Fomentar la educación ambiental (art.67; art. 79 inciso 2;) 
- Garantizar la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectar el ambiente (art. 79 inciso 1); 
- Conservar las áreas de especial importancia ecológica (art. 79 inciso 2). 
 
2. El Estado colombiano tiene el deber de mitigar los daños ambientales, 




- Controlar los factores de deterioro ambiental (art. 80 inciso 2); 
- Intervenir, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos 
naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y 
consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para 
racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la 
calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las 
oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un 
ambiente sano (art. 334) 
 
3. El Estado colombiano tiene el deber de indemnizar y exigir la 
indemnización de los daños ambientales, contemplado en los siguientes 
preceptos constitucionales: 
 
- Responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas (art. 90)  




4. El Estado colombiano tiene el deber de punir o sancionar penal y 
administrativamente los daños ambientales, contemplado en el siguiente 
precepto constitucional: 
 
- Imponer las sanciones legales en materia ambiental (art. 80 inciso 2) 
De lo anterior, se desprende que el Estado colombiano, a través de sus 
autoridades ambientales, tiene el deber de prevenir, mitigar, indemnizar, exigir la 
indemnización y  sancionar penal y administrativamente los daños ambientales 
producidos por agentes externos, incluidos los ocasionados por actividades mineras 




Cuadro 1. Normas y principios ambientales contenidos en la Constitución Política 
de Colombia 




Diversidad étnica y 
cultural de la Nación 
Hace reconocimiento expreso de la pluralidad étnica y 




Riquezas culturales y 
naturales de la Nación 
Establece la obligación del Estado y de las personas 
para con la conservación de las riquezas naturales y 




Atención de la salud y 
saneamiento ambiental 
Consagra como servicio público la atención de la salud y 
el saneamiento ambiental y ordena al Estado la 




Función ecológica de la 
propiedad privada 
Establece que la propiedad es una función social que 





Bienes de uso público Determina que los bienes de uso público, los parques 
naturales, las tierras comunales de grupos étnicos y los 
demás bienes que determine la ley, son inalienables, 





Consagra el derecho de todas las personas residentes 




Planificación del manejo 
y aprovechamiento de 
los recursos naturales 
Establece como deber del Estado la planificación del 
manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar su desarrollo sostenible, su 





Consagra acciones populares para la protección de 
derechos e intereses colectivos sobre el medio 




Protección de los 
recursos culturales y 
naturales del país 
Establece como deber de las personas, la protección de 
los recursos culturales y naturales del país, y de velar por 




Administración de los 
territorios indígenas 
Establece la administración autónoma de los territorios 
indígenas, con ámbitos de aplicación en los usos del 
suelo y la preservación de los recursos naturales, entre 
otros. 





Cuadro 2. Legislación que protege el medio ambiente 
LEY ARTÍCULOS ANÁLISIS 
Ley 23 de 1973. 








Establece que el Estado será civilmente responsable por 
los daños ocasionados al hombre o a los recursos 
naturales de propiedad privada como consecuencia de 
acciones que generen contaminación o detrimento del 
medio ambiente. Los particulares lo serán por las mismas 
razones o por el daño o uso inadecuado de los recursos 
naturales de propiedad del Estado. 
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expedir el Código 
de Recursos 
Naturales y de 
Protección al Medio 




Decreto - Ley 2811 
de 1974. Mediante 
el cual se profirió el 
Código Nacional de 
Recursos 
Naturales 
Renovables y de 
protección al 
ambiente. 
Artículo 8.  En ese Decreto el ambiente es considerado como 
patrimonio común; nótese que no se  habla de derecho, 
sino de patrimonio, es decir se le da el carácter de bien y 
no de derecho. 
 
El Código establece que tanto el Estado como los 
particulares deben participar en la preservación del medio 
ambiente, también señala que constituye un bien de 
utilidad pública e interés social, con lo cual se comienza a 
construir el futuro concepto de derecho colectivo que hoy 
ostenta. 
Ley 9 de 1979. Por 
la cual se dictan 
Medidas  Sanitaria. 
 
Artículo 596.  Establece que todo habitante tiene el derecho a vivir en un 
ambiente sano en la forma en que las leyes y reglamentos 
especiales determinen y el deber de proteger y mejorar el 
ambiente que lo rodea. 
Ley 99 de 1993. 
Por la cual se crea 
el Ministerio del 
Medio Ambiente, 
se reordena el 
Sector Público 
encargado de la 
gestión y 
conservación del 




organiza el Sistema 
Nacional 
Ambiental, SINA y 
se dictan otras 
disposiciones 
Artículos 31 y 
42.  
Define las funciones de las Corporaciones Autónomas 
Regionales; y define las tasas retributivas y 
compensatorias por daño ambiental.  
Ley 685 de 2001. 
Por la cual se 
expide el Código de 
Minas y se dictan 
otras 
disposiciones. 
Artículos 5, 10, 
14, 31, 32, 33, 
34, 35, 36, 37, 
38, 84, 85, 86, 
87, 88, 95, 96, 
97, 98, 99, 100, 
107, 194, 195. 
Establece la Propiedad de los Recursos Mineros, define lo 
que es Mina y Mineral,  los títulos mineros, las reservas 
especiales, las áreas libres, las zonas de seguridad 
nacional, las zonas de minería restringida, los efectos de 
la exclusión o restricción, la prohibición legal, y el 
ordenamiento territorial.   Además se establecen el 
programa de trabajos y obras, el estudio de impacto 
ambiental, correcciones, dependientes y subcontratistas, 
conocimiento  y reserva de información. Asimismo, se 
definen, la naturaleza de la explotación, la iniciación, la 
seguridad de personas y bienes, la disposición de la 
producción, el manejo adecuado de los recursos, y los 
registros de producción. De igual forma, se establecen las 
obligaciones ambientales, y la sostenibilidad ambiental, y 
la inclusión de la gestión ambiental.  
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Ley 1333 de 2009. 




ambiental y se 
dictan otras 
disposiciones. 





Establece el régimen sancionatorio ambiental (Corte 
Constitucional, Sentencia C-366 de 2011), desarrolla las 
competencias para la imposición de sanciones por 
infracciones ambientales, define los procedimientos y 
determina los aspectos substanciales para evaluar la 
posibilidad de aplicar las sanciones de rigor. Se destaca 
que ese régimen sancionatorio define como infracciones 
ambientales toda acción u omisión que constituya 
violación de las normas contenidas en el Código de 
Recursos Renovables, en el Decreto Ley 2811 de 1974, 
en la Ley 99 de 1993 y el la ley 165 de 1994, así como la 
comisión de un daño al ambiente que sea realizado con 
dolo o culpa y provenga causalmente de un hecho 
imputable de manera determinada.  
 
De igual manera se destaca que en materia de sanciones 
ambientales se presume el dolo y la culpa, de tal manera 
que compete al presunto infractor desvirtuarla, definiendo 
de esta manera un régimen de carga probatoria inverso. 
Ley 1382 de 2010, 
por el cual se 
modifica la ley 685 
de 2001 Código de 
Minas. 
Artículos 3 y 13.  Los propósitos de esta Ley eran la modernización de la 
industria minera, la promoción de la inversión y la 
agilización de los trámites de obtención de títulos mineros. 
Esta Ley también introdujo la prohibición de la actividad 
minera en zonas como los páramos y los humedales 
Ramsar, las cuales no estaban excluidas de la minería en 
la regulación del Código de Minas de 2001. No obstante, 
la norma no fue consultada con los grupos étnicos del 
país. Por ello, fue demandada ante la Corte 
Constitucional, pues la consulta previa es un derecho 
fundamental de dichos grupos que no fue respetado al 
regular una actividad como la minería, la cual afecta 
directamente sus intereses y territorios. El 11 de mayo de 
2011, la Corte Constitucional declaró que la Ley 1382 de 
2010 era inexequible por haber omitido la consulta 
previa.1 Sin embargo, la Corte ordenó que la Ley 
permaneciera vigente transitoriamente por dos años para 
no causar efectos nocivos al medio ambiente, pues dicha 
Ley contenía normas más garantistas en materia 
ambiental que las que había en el Código de Minas. 
. 
Fuente: Lisbey Tatiana Acevedo Sarmiento & Sandra Milena Carrillo Duarte. Julio de 2016.  
 
Cuadro 3. Sentencias de la Corte Constitucional en relación con la protección del 
medio ambiente 
Sentencia T-536 de 
1992, M.P. Simón 
Rodríguez Rodríguez 
 
Protección al medio 
ambiente y a la salud.  
El ambiente sano y ecológicamente equilibrado 
es un derecho Constitucional fundamental, 
pues su violación atenta directamente contra la 
perpetuación de la especie humana y, en 
consecuencia, con el derecho más fundamental 
del hombre: la vida. El derecho a la salud y a la 
vida son derechos fundamentales porque son 
esenciales al hombre, la salud se encuentra 
ligada al medio ambiente que le rodea y que 
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dependiendo de las condiciones que éste le 
ofrezca, le permitirá desarrollarse económica y 
socialmente a  los pueblos, garantizándoles su 
supervivencia. Existen unos límites tolerables 
de contaminación que al ser traspasado 
constituyen un perjuicio para el medio ambiente 
y la vida, que no pueden ser justificables y por 
lo tanto exigen imponer unos correctivos. 
 
Sentencia T-046 de 





conservación por el 
Estado. Partículas de 
carbón en el aire que 
afectan la salud y 
vida de moradores de 
sociedad portuaria 
Ante la realización de un actividad económica 
que pueda producir contaminación del medio 
ambiente, cuando resultan ineficaces o 
insuficientes los controles que por ella misma 
corresponde implantar, como aquellos 
radicados en manos de las autoridades 
competentes para mantener las condiciones 
básicas ambientales que permitan mejorar la 
calidad de vida y proporcionar un bienestar 
general, se vulnera el derecho fundamental a la 
igualdad de aquellas personas que resultan 
afectadas por las actuaciones contaminantes, 
en virtud de la salvedad que se les impone para 
disfrutar el derecho a gozar de un ambiente 
sano y de otros derechos conexos, 
consolidándose en un trato que aparece como 
discriminatorio dada la desproporcionada carga 
que asumen respecto de los demás miembros 
de la población en general. 
 
Sentencia C-431 de 





protección por el 
Estado. Planificación 
y uso del suelo.  
Conforme a las normas de la Carta que regulan 
la materia ecológica, a su vez inscritas en el 
marco del derecho a la vida cuya protección 
consagra el artículo 11 del mismo 
ordenamiento, esta Corte ha entendido que el 
medio ambiente es un derecho constitucional 
fundamental para el hombre y que el Estado, 
con la participación de la comunidad, es el 
llamado a velar por su conservación y debida 
protección, procurando que el desarrollo 
económico y social sea compatible con las 
políticas que buscan salvaguardar las riquezas 
naturales de la Nación. 
 
Sentencia C-671 de 
2001, M.P. Jaime 
Araujo Renteria  
 
 
Derecho al medio 
ambiente sano. 
Relación con 
derechos a la salud y 
vida. Sustancia 
tóxica que agota 
capa de ozono. 
La preservación de un medio ambiente sano 
para las generaciones presentes y futuras, se 
ha convertido así, en un objetivo de principio, y 
en el punto de partida de una política universal 
a través de la cual se busca lograr un desarrollo 
sostenible, entendido éste como aquél 
desarrollo que “satisfaga las necesidades del 
presente, sin comprometer la capacidad de que 





Sentencia C-339 de 
2002, M.P. Jaime 




Derecho al medio 





minerales.   
En este sentido, el Estado tiene la obligación de 
exigir la reparación de los daños ambientales 
(Constitución Política de Colombia, art. 80 
inciso 2), lo cual se hace a través de varios 
mecanismos como la imposición de medidas u 
obligaciones de mitigación en la licencias 
ambientales y la exigencia de reparación de los 
daños ambientales, establecida junto con las 
sanciones administrativas de carácter 
ambiental que imponen las autoridades 
ambientales.  
 
Sentencia C-632 de 







restablecer los daños 
causados por una 
infracción ambiental 
Dentro del contexto de la potestad 
sancionatoria en materia ambiental, la Corte 
considera necesario referirse de manera 
específica al principio non bis in ídem y a sus 
principales características. Ello, teniendo en 
cuenta que buena parte de los cargos que en 
esta causa se estructuran contra las normas 
acusadas, parten de la presunta violación del 
citado principio. Conforme lo ha destacado esta 
Corporación, el artículo 29 de la Carta Política 
consagra, como una de las garantías 
estructurales del debido proceso, el derecho de 
toda persona “a no ser juzgado dos veces por 
el mismo hecho”. La citada garantía 
constitucional, también conocida como 
prohibición de doble enjuiciamiento o principio 
non bis in ídem, ha sido materia de estudio por 
parte de esta Corporación, quien, a través de 
distintos pronunciamientos, ha venido 
identificando los aspectos más relevantes que 
determinan su campo de aplicación. En las 
Sentencias C-870 de 2002 y C-478 de 2007, 
recogiendo los criterios fijados en decisiones 
precedentes. 
 
Sentencia T-154 de 
2013, M.P. Nilson 
Pinilla Pinilla.  
 
Derecho al ambiente 
sano. Partículas de 
carbón en el aire que 
afectan el ambiente 
sano 
La conservación del ambiente no solo es 
considerada como un asunto de interés 
general, sino principalmente como un derecho 
internacional y local de rango constitucional, del 
cual son titulares todos los seres humanos, “en 
conexidad con el ineludible deber del Estado de 
garantizar la vida de las personas en 
condiciones dignas, precaviendo cualquier 
injerencia nociva que atente contra su salud”. 
Al efecto, la Constitución de 1991 impuso al 
Estado colombiano la obligación de asegurar 
las condiciones que permitan a las personas 
gozar de un ambiente sano, y dispuso el deber 
de todos de contribuir a tal fin, mediante la 
participación en la toma de decisiones 
ambientales y el ejercicio de acciones públicas 
y otras garantías individuales, entre otros.  (…) 
Sin duda, la explotación, transporte y 
almacenamiento de carbón genera dispersión 
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de partículas, que afectan la pureza del aire, al 
igual que la tierra y el agua donde finalmente 
caen. En tal virtud, esas actividades deben 
estar sometidas a vigilancia, con específicas y 
severas medidas sanitarias y de control, 
tendientes a proteger la indemnidad del 
ambiente, el bienestar general y, 
particularmente, la salud y demás derechos de 
la población circunvecina. 
 
Sentencia C-123 de 
2014, M.P. Alberto 





Restricción de la 
minería.  
 
Estudio si una prohibición para que los 
Concejos Municipales y distritales excluyeran 
zonas de su territorio de la realización de 
actividades de exploración y explotación 
minera resultaba una limitación 
desproporcionada de la competencia para 
regular los usos del suelo. 
 
Sentencia C-035 de 
2016. M.P. Gloria Stella 
Ortiz Delgado  
 




Territoriales.   
La actividad minera tiene considerables 
repercusiones de orden ambiental, social y 
económico, las cuales inciden de manera 
directa o indirecta sobre las personas y los 
territorios en los que se desarrolla dicha 
actividad, y condicionan de manera decisiva las 
facultades de ordenación del territorio y 
determinación de usos del suelo que 
corresponde a las entidades territoriales. De 
esa manera, ninguna autoridad del orden 
nacional  puede adoptar unilateralmente 
decisiones a este respecto que excluyan la 
participación de quienes, en el ámbito local, 
reciben de manera directa los impactos de esa 
actividad. 
 












Cuadro 4. Sentencias del Consejo de Estado sobre la responsabilidad del Estado 
por daño al medio ambiente en el caso de la explotación minera  
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Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso 
Administrativo, Sección 
Primera, Consejero 




02013-01(AP), 17 de 




en el Municipio de 
Combita. Vulneración 
de los derechos al 
goce de un ambiente 
sano y a la existencia 
del equilibrio 
ecológico y el manejo 
y aprovechamiento 
racional de los 
recursos naturales. 
Vulneración al goce 
de un ambiente sano 
por explotaciones 
mineras de manera 
desordenada y sin el 
cumplimiento de los 
requerimientos 
técnicos y legales. 
Responsabilidad por 
omisión en vigilancia 







Existen suficientes elementos de juicios que 
demuestran que la explotación minera de arena 
realizada en la Vereda la Concepción, 
jurisdicción del Municipio de Cómbita – Boyacá, 
vulnera los derechos e intereses colectivos al 
goce de un ambiente sano y al manejo y 
aprovechamiento racional de los recursos 
naturales. De esta situación dan cuenta 
plenamente no sólo los diferentes actos 
proferidos por la Corporación Autónoma 
Regional de Boyacá, sino también las 
declaraciones rendidas dentro del proceso, la 
inspección realizada al lugar objeto de análisis y 
el concepto técnico suscrito por la Secretaría de 
Salud de Boyacá. En efecto, se verificó el 
deterioro ambiental de la zona, esto es, el 
impacto negativo de la actividad en el 
ecosistema natural del Municipio de Cómbita, lo 
cual tuvo lugar con ocasión de la explotación 
desordenada de las mismas, por la carencia de 
sistemas de drenaje, por la no existencia de 
planes de higiene y seguridad industrial, por la 
falta de planes de manejo ambiental, por el 
arrastre de sedimentos debido a la ausencia de 
canales perimetrales, entre otras. Como 
acertadamente lo precisó el juez de instancia, tal 
vulneración proviene, de una parte, de los 
particulares responsables de las explotaciones 
desplegadas en la zona y, de otra, de las 
autoridades demandadas, las cuales no han 
cumplido debidamente y en forma oportuna con 
sus obligaciones de evaluación, control, 
prevención, seguimiento y mitigación ambiental. 
Particularmente y en lo que se refiere a la 
recurrente, se puede observar que su actuación 
no ha sido lo suficientemente diligente y eficaz 
para prevenir las consecuencias que ahora se 
ponen de presentes. Si bien es cierto que 
expidió múltiples resoluciones sobre la actividad 
realizada en la zona, no se encuentran los 
elementos probatorios suficientes que 
demuestren que dicha Corporación realizó los 
seguimientos y monitoreos necesarios en aras 
de evitar el referido daño y mucho menos para 
aplicar las sanciones correspondientes. 
Justamente, a pesar que en un principio se 
ordenó la suspensión de las actividades de 
explotación y se realizaron algunos 
requerimientos, con posterioridad se levantaron 
las mismas, sin que se hicieran seguimientos 
eficaces para detener la alteración del contorno 
natural. Como bien lo señaló el actor, las 
recomendaciones y solicitudes especiales no se 
ajustaron a la realidad fáctica, pues se constató 
que años más tarde los requerimientos no 
habían sido observados plenamente y mucho 
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menos ejecutados en su totalidad, generando la 
situación plurimencionada. 
Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso 
Administrativo, Sección 
Primera, Consejero 




91164-01, 18 de 
septiembre de 2014 
 
Otorgamiento de la 





De esta manera, lo que condicionó la negativa al 
momento de proferir la licencia por parte del 
Ministerio y cuya decisión quedó contenida en la 
Resolución 564 de 1998, es que la 
indeterminación del impacto del proyecto en 
materia socioeconómica, a lo que se opuso la 
comunidad y que quedó manifiesta en la 
audiencia pública llevada a cabo el 5 de 
septiembre de 1997, lo convertía en una 
amenaza potencial respecto a la preservación 
de los recursos naturales, la estabilidad del 
medio ambiente y la conservación de los 
intereses de los grupos poblacionales que hacen 
parte de la comunidad que habita la cuenta del 
rio Saldaña en el departamento del Tolima. Una 
afectación potencial de gran magnitud sobre los 
recursos ambientales, que necesariamente 
repercute, en una afectación de los intereses 
sociales de la población. 
Consejo de Estado, Sala 











de la prohibición 
contenida en la Ley 
1450 de 2011. 
Prevalencia del 
interés general e 
implementación de 
las medidas 
necesarias para su 
efectividad. 
A partir de la expedición de la Ley 1382 de 2010 
quedó prohibido otorgar nuevos títulos mineros 
o celebrar contratos de concesión minera en 
ecosistemas de páramo. Los contratos de 
concesión minera celebrados antes de la Ley 
1382 de 2010 solo podrán seguir ejecutándose 
hasta su terminación si no ponen en riesgo los 
ecosistemas de páramo. Estos contratos no 
podrán prorrogarse y en todo caso (…) deberán 
someterse a la revisión y ajuste de las licencias 
ambientales existentes, así como al control y 
seguimiento estricto de la autoridad ambiental 
(…) a la terminación de los contratos de 
concesión minera, el concesionario estará 
obligado a hacer las obras y poner en práctica 
todas las medidas ambientales necesarias para 
cuando se produzca el cierre o abandono de las 
operaciones y frentes de trabajo. En ese 
momento deberá existir un estricto 
acompañamiento de la autoridad ambiental con 
el fin de asegurar la restauración y reparación de 
cualquier daño ambiental causado a los 
ecosistemas de páramo. Aquellos contratos 
celebrados antes de la Ley 1382 de 2010 que 
pongan en riesgo los ecosistemas de páramo y 
tal situación no pueda ser neutralizada a través 
de los instrumentos ambientales existentes, no 
podrán seguir ejecutándose y deberá darse 
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prevalencia al interés general de protección del 
medio ambiente sobre los intereses particulares 
del concesionario minero. En estos eventos 
deberá analizarse, caso por caso, la necesidad 
de llegar a acuerdos de compensación 
económica con el fin de evitar reclamaciones 
judiciales. 
Consejo de Estado, Sala 













al goce de un 
ambiente sano y a la 
seguridad y 
salubridad públicas - 
Actividades de 
trituración y molienda 
de minerales sin 
licencia ambiental. 
La CAR tienen expresas y precisas funciones en 
torno a la protección del medio ambiente, para 
ello la ley le ordena entre otras cosas, otorgar 
licencias ambientales, vigilar el cumplimiento de 
la normativa ambiental, adelantar 
procedimientos administrativos sancionatorios y 
ordenar la reparación de los  daños causados.  
 
La Agencia Nacional de Minería debe apoyar a 
las entidades competentes para erradicar la 
explotación minera ilegal La función de 
seguimiento y control de los títulos mineros, 
corresponde a la Vicepresidencia de 
Seguimiento, Control y Seguridad Minera de la 
citada entidad, Agencia Nacional de Minería. 






















CONTROLES QUE SE APLICAN POR PARTE DE LAS ENTIDADES 
RESPONSABLES DE LA VIGILANCIA Y CONTROL A LA EXPLOTACIÓN LEGAL 
DE CARBÓN, EN EL MARCO DE LA POLÍTICA PÚBLICA DE PROTECCIÓN AL 
MEDIO AMBIENTE. 
 
Al hacer referencia la minería, se hace alusión a aquella minería amparada por 
un título minero inscrito en el Registro Minero Nacional. 
 
Por su parte, la explotación o extracción de carbón se da a través de diferentes 
métodos de extracción subterránea, que se describen a continuación: 
 
-  Extracción subterránea o de socavón.  La pequeña minería tradicional del 
centro del país es principalmente subterránea o de socavón. En Colombia se utilizan 
básicamente dos métodos nombrados a continuación. 
 
-  Tajo largo. Este método, muy utilizado en la minería de carbón en el contexto 
internacional, se caracteriza por permitir una extracción de paneles completos de 
miles de metros cuadrados; lo que lleva a un máximo aprovechamiento del 
yacimiento. 
 
El arranque del material se realiza a lo largo de un frente que puede ser de 
200 m de longitud y avanza 1.3 m por ciclo, al mismo tiempo va derrumbando el 
techo del área explotada detrás del frente. Cada ciclo se compone de: arranque y 
evacuación del carbón, recuperación y reubicación de las palancas de entibación y 
reposición del sistema de transporte del frente. 
 
- Extracción por cámaras y pilares. Es utilizado para explotar mantos de carbón 
horizontales o poco inclinados. Se dejan porciones regulares de carbón en forma de 
pilares que sirven como soporte y cuyo tamaño dependerá de la resistencia de los 
mantos y de los estratos superiores. Este método hace que la cantidad de carbón 
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extraído sea relativamente baja y es el más utilizado en Colombia. 
 
- Explotación a cielo abierto. En Colombia se desarrolla en la Costa Atlántica 
(Guajira y Cesar), es altamente tecnificada. Este método de minería es un proceso 
continuó que se inicia con el descapote del suelo y la remoción de la capa vegetal, 
para pasar a la perforación y voladura del material estéril (roca y tierra) que una vez 
fragmentado se carga, transporta y almacena en los botaderos de la mina. Esta 
operación prosigue en el tajo hasta que son expuestos a la superficie los mantos o 
vetas de carbón que por su inclinación natural, hacen que la extracción se realice 
por niveles escalonados, siguiendo las vetas hasta alcanzar la profundidad que sea 
técnica y económicamente factible. 
 
Ahora, frente a las políticas relacionadas con la actividad minera en el territorio 
nacional, hay varios actores e instancias gubernamentales que intervienen en la 
formulación, adopción e implementación de las mismas. En primer lugar, está el 
Gobierno Nacional con sus ministerios y entidades adscritas; en segunda instancia, 
los actores de orden regional, y, por fin, otros actores.  
 
Ministerio de Minas y Energía (MME): Es la autoridad minera, cuya función 
principal se centra en formular la política para el sector minero, expedir diversos 
actos administrativos con el fin de plasmar la política, reglamentar el Código de 
Minas, promover la actividad minera como sector productivo de la economía 
nacional, hacer la gestión del conocimiento del país minero, evaluar la efectividad 
de la política y ejercer las labores de fiscalización minera mediante delegación de 
funciones en la Agencia Nacional de Minería y algunas gobernaciones. Es el 
organismo rector de las políticas públicas del sector de minas y energía. Su función 
es la de adoptar e implementar programas orientados al aprovechamiento de las 
fuentes energéticas y los recursos naturales no renovables asegurando el desarrollo 
sostenible de estos últimos. Según el Decreto 0381 de 2012, las entidades adscritas 




-  Agencia Nacional Minera (ANM): La Agencia Nacional de Minería fue creada 
en noviembre de 2011 con el claro objetivo de administrar el recurso minero del país 
y de promover y fomentar la actividad minera. Estas actividades incluyen la 
contratación y fiscalización de las actividades mineras, la liquidación, el recaudo y 
la transferencia de los recursos de regalías, administración de Registro Minero 
Nacional y el fomento de la actividad de pequeña y mediana escala, que permita 
aumentar la productividad de estas explotaciones. Es la institución que gestiona los 
recursos mineros del Estado nacional y promueve su aprovechamiento en 
concordancia con las normativas ambientales. Tiene carácter de autoridad minera 
para otorgar o negar títulos de exploración y explotación que son competencia del 
MME. 
 
-  Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH): Es la unidad que gestiona las 
reservas de hidrocarburos, y administra y promueve sus contratos de exploración y 
explotación que son propiedad del Estado nacional. Actualmente, la ANH tiene 
potestad jurídica para fijar precios y volúmenes de producción en el sector 
hidrocarburífero. 
 
-  Unidad de Planeación Minero Energética (UPME): La Unidad de Planeación 
Minero Energética, entidad adscrita al Ministerio de Minas y Energía, tiene como 
objetivo la planeación de los sectores minas y energía en forma integral, indicativa 
y permanente, formulando planes para el adecuado aprovechamiento de los 
recursos mineros y garantizar el abastecimiento óptimo y oportuno de los recursos 
energéticos. Adicionalmente administra el Sistema de Información Minero 
Colombiano, SIMCO, y la fijación del precio base para liquidación de regalías. Es la 
institución técnica responsable principalmente de establecer y pronosticar la 
demanda doméstica de recursos mineroenergéticos. Así mismo, se ocupa de la 
planeación para satisfacer dicha demanda y producir toda la información relevante 
del sector. 
- Servicio Geológico Colombiano (SGC): Tiene la función propia de Servicio 
Geológico del país, y funciones que están focalizadas en incrementar el 
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conocimiento geológico nacional, identificación y monitoreo de las amenazas 
geológicas y evaluación de los riesgos asociados a éstas.  Es el centro de 
investigación científica y aplicada de orden nacional que realiza, entre otras 
funciones, la identificación y zonificación del subsuelo colombiano y los recursos 
naturales involucrados (minerales, hidrocarburos, aguas subterráneas, etc.). 
 
- Comisión de Regulación de Energía, Gas y Combustibles (CREG): Es la 
entidad técnica que regula la prestación de servicios de energía eléctrica y gas 
combustible. Su fin primordial es la regulación de monopolios y el estímulo de la 
competencia para maximizar la eficiencia del servicio. 
 
-  Instituto de Planificación y Promoción de Soluciones Energéticas para las 
Zonas No Interconectadas (IPSE): Es el establecimiento público responsable de 
ejecutar proyectos energéticos, y así promover e incentivar procesos productivos en 
esa materia que suplan las necesidades de la población que habita regiones no 
interconectadas del país.  
 
-  Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS): Es la 
instancia máxima de gestión del medio ambiente y responsable de la formulación 
de la política ambiental a fin de proteger el patrimonio natural del territorio y 
garantizar el desarrollo sostenible. Según la Ley 99 de 1993, las entidades adscritas 
y unidades administrativas del MADS son: 
 
-  Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA): Es el organismo 
técnico encargado de hacer cumplir la normativa ambiental a la cual están sujetas 




-  Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM): Es el 
centro de investigación de orden nacional que brinda apoyo técnico y científico 
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sobre la caracterización ambiental y ecosistémica del territorio colombiano. 
 
-  Instituto de Investigación de Recursos Biológicos “Alexander Von Humboldt”: 
Es el centro de investigación científica responsable de evaluar el estado de la 
biodiversidad de Colombia y de sus recursos bióticos e hidrobiológicos. 
 
- Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras “José Benito Vives de 
Andréis”, INVEMAR: Es una organización de investigación tecnológica y científica 
aplicada a los recursos naturales y ecosistemas oceánicos y costeros adyacentes 
al territorio nacional.  
 
- Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas, SINCHI: Es el instituto de 
investigación científica encargado de la realización y divulgación de estudios de 
orden biológico, social y ecológico de la región amazónica. 
 
-  Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico “John Von Neumann”, 
IIAP: Es el centro de investigación científica del medio ambiente del Litoral Pacífico 
y del Chocó Biogeográfico. 
 
- Sistemas de Parques Nacionales Naturales (PNN): Es la unidad que 
administra las áreas de importancia natural a nivel nacional con el fin de preservar 
en ellas los ecosistemas, bienes y servicios ambientales que aportan a la diversidad 
cultural y el desarrollo sostenible de la nación. 
 
- Fondo Nacional Ambiental (FONAM): Es una cuenta presupuestal destinada 
a financiar inversiones en planes y proyectos ambientales. El FONAM no es una 
institución con personal directivo y administrativo como el resto de entidades. 
- El Ministerio del Interior tiene funciones en: diseño, promoción y garantía de 
los Derechos Humanos; coordinación de las entidades del orden nacional con los 
entes territoriales; garantizar el orden público interno; promover la convivencia y la 
participación ciudadana; buscar el fortalecimiento de la democracia; liderar la 
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defensa de los derechos de la población vulnerable; desarrollar herramientas y los 
procesos electorales y, por fin tiene la función de “formular y hacer seguimiento a la 
política de los grupos étnicos para la materialización de sus derechos con un 
enfoque integral, diferencial y social, en coordinación con las demás entidades del 
Estado”. 
 
- La Dirección de Consulta Previa garantiza “el debido proceso en el 
Cumplimiento del Derecho Fundamental de la Consulta Previa de los sujetos 
colectivos de protección especial que se registran en el área de influencia de un 
proyecto, obra, actividad, medida legislativa o medida administrativa que sea objeto 
de Consulta, de conformidad con la Jurisprudencia Constitucional”. 
 
En el nivel territorial actúan las CAR y las secretarías ambientales de los 
departamentos y municipios grandes: 
 
- Corporaciones Autónomas Regionales (CAR): De acuerdo a la Ley 99 de 
1993, las CAR son entes públicos y corporativos que ejercen como autoridad 
ambiental en el área de su jurisdicción y son responsables de la ejecución de las 
políticas ambientales nacionales. El control ambiental a los recursos agua, aire y 
suelo es llevado a cabo por las corporaciones autónomas regionales. 
 
- Entidades territoriales: Según el artículo 66 de la Ley 99 de 1993, los 
municipios, distritos o áreas metropolitanas que tienen una población igual o 
superior a 1’000.000 de habitantes, tendrán las mismas funciones de la CAR en lo 
aplicable al medio ambiente urbano. 
 
 
- Gobernaciones delegadas. Las gobernaciones de Antioquia, Bolívar, Boyacá, 
Caldas, Cesar y Norte de Santander, tienen delegadas las funciones de contratación 





En el caso específico de los controles que se aplican por parte de las entidades 
responsables de la vigilancia y control a la explotación legal de carbón, en el marco 
de la política pública de protección al medio ambiente, como se dijo en líneas 
anteriores esta es función de las Corporaciones Autónomas Regionales CAR, quien 
realiza constantemente Operativos de Control y Vigilancia Ambiental sobre 
protección del medio ambiente, de acuerdo a lo consagrado en el Decreto  2041 del 
15 de octubre de 2014, por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 de 1993 
sobre licencias ambientales. 
 
De acuerdo al decreto en mención, dentro de las competencias de las CAR, 
respecto de la explotación legal minera de carbón se destaca lo siguiente: 
 
Artículo  9°. Competencia de las Corporaciones Autónomas Regionales. Las 
Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible, los 
Grandes Centros Urbanos y las autoridades ambientales creadas mediante la 
Ley 768 de 2002, otorgarán o negarán la licencia ambiental para los siguientes 
proyectos, obras o actividades, que se ejecuten en el área de su jurisdicción. 
 
1. En el sector minero. 
 
La explotación minera de: 
 
a) Carbón: Cuando la explotación proyectada sea menor a ochocientas mil 
(800.000) toneladas/año; 
 
Parágrafo 5°. Las Corporaciones Autónomas Regionales y demás autoridades 
ambientales no tendrán las competencias señaladas en el presente artículo, 
cuando los proyectos, obras o actividades formen parte de un proyecto cuya 
licencia ambiental sea de competencia privativa de la Autoridad Nacional de 




 En este sentido también el Decreto 2041 de 2014, establece lo relacionado 
con el control y seguimiento que debe realizarse por parte de las CAR a los 
proyectos, obras o actividades sujetos a licencia ambiental o plan de manejo 
ambiental: 
 
Artículo 40. Control y seguimiento. Los proyectos, obras o actividades 
sujetos a licencia ambiental o plan de manejo ambiental, serán objeto de 
control y seguimiento por parte de las autoridades ambientales, con el 
propósito de: 
 
1. Verificar la eficiencia y eficacia de las medidas de manejo 
implementadas en relación con el plan de manejo ambiental, el programa 
de seguimiento y monitoreo, el plan de contingencia, así como el plan de 
desmantelamiento y abandono y el plan de inversión del 1%, si aplican. 
 
2. Constatar y exigir el cumplimiento de todos los términos, obligaciones 
y condiciones que se deriven de la licencia ambiental o plan de manejo 
ambiental. 
 
3. Corroborar el comportamiento de los medios bióticos, abióticos y 




4. Revisar los impactos acumulativos generados por los proyectos, obras 
o actividades sujetos a licencia ambiental y localizados en una misma 
área de acuerdo con los estudios que para el efecto exija de sus titulares 
e imponer a cada uno de los proyectos las restricciones ambientales que 





5. Verificar el cumplimiento de los permisos, concesiones o 
autorizaciones ambientales por el uso y/o utilización de los recursos 
naturales renovables, autorizados en la licencia ambiental. 
 
6. Verificar el cumplimiento de la normatividad ambiental aplicable al 
proyecto, obra o actividad. 
 
7. Verificar los hechos y las medidas ambientales implementadas para 
corregir las contingencias ambientales ocurridas. 
 
8. Imponer medidas ambientales adicionales para prevenir, mitigar o 
corregir impactos ambientales no previstos en los estudios ambientales 
del proyecto. 
 
En el desarrollo de dicha gestión, la autoridad ambiental podrá realizar 
entre otras actividades, visitas al lugar donde se desarrolla el proyecto, 
hacer requerimientos, imponer obligaciones ambientales, corroborar 
técnicamente o a través de pruebas los resultados de los monitoreos 
realizados por el beneficiario de la licencia ambiental o plan de manejo 
ambiental. 
 
Frente a los proyectos que pretendan iniciar su fase de construcción, de 
acuerdo con su naturaleza, la autoridad ambiental deberá realizar una 
primera visita de seguimiento al proyecto en un tiempo no mayor a dos 
(2) meses después del inicio de actividades de construcción. 
 
9. Allegados los Informes de Cumplimiento Ambiental (ICA), la autoridad 
ambiental competente deberá pronunciarse sobre los mismos en un 




Parágrafo 1°. La autoridad ambiental que otorgó la licencia ambiental o 
estableció el plan de manejo ambiental respectivo, será la encargada de 
efectuar el control y seguimiento a los proyectos, obras o actividades 
autorizadas. 
 
Con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el presente parágrafo 
las autoridades ambientales procurarán fortalecer su capacidad técnica, 
administrativa y operativa. 
 
Parágrafo 2°. Las entidades científicas adscritas y vinculadas al 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible podrán dar apoyo al 
seguimiento y control de los proyectos por solicitud de la autoridad 
ambiental competente. 
 
Parágrafo 3°. Cuando, el proyecto, obra o actividad, en cumplimiento de 
lo dispuesto en la Ley 1185 de 2008 hubiese presentado un Plan de 
Manejo Arqueológico, el control y seguimiento de las actividades 
descritas en este será responsabilidad del Instituto Colombiano de 
Antropología e Historia. 
 
Como se aprecia, las CAR tienen expresas y precisas funciones en torno a 
la protección del medio ambiente, para ello la ley le ordena entre otras cosas, 
otorgar licencias ambientales, vigilar el cumplimiento de la normativa ambiental, 
adelantar procedimientos administrativos sancionatorios y ordenar la reparación de 
los daños causados. 
Por su parte, de conformidad con el artículo 83 de la Ley 99 de 1993, el 
Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas Regionales, además 
de los departamentos, municipios y distritos quedan investidos, a prevención de las 
demás autoridades competentes, de funciones policivas para la imposición y 
ejecución de las medidas de policía, multas y sanciones establecidas por la ley, que 




En el mismo sentido, dispone el numeral 17 del artículo 31 de la ley 99 de 
1993, que las Corporaciones imponen y ejecutan la prevención y sin perjuicio de las 
competencias atribuidas por la ley a otras autoridades, las medidas de policía y las 
sanciones previstas en la ley, en caso de violación de las normas de protección 
ambiental y de manejo de recursos naturales renovables. 
 
Las medidas preventivas van dirigidas a precaver o prevenir la ocurrencia de 
un hecho o la existencia de una situación que atentan contra el medio ambiente o a 
interrumpir un daño ambiental. Teniendo en cuenta la finalidad que cumplen esas 
medidas, se ha previsto por el legislador un procedimiento ágil, rápido, sin demoras, 
que se refleja en el hecho de que estas medidas son de inmediata ejecución, tienen 
carácter transitorio, surten efectos inmediatos, no requieren formalismos especiales, 
contra ellas no cabe recurso alguno y se aplican por cualquiera de las autoridades 
de que trata el citado artículo 83 de la ley ambiental, sin perjuicio de las sanciones 
a que haya lugar. 
 
Aplicada una medida preventiva por parte de la autoridad policiva que haya 
conocido primero del asunto, procederá a remitir el expediente a la autoridad 
ambiental competente para que inicie el respectivo procedimiento sancionatorio. 
Entiéndase por autoridad ambiental competente aquella que por ley está autorizada 
para otorgar permisos, concesiones, autorizaciones o licencias ambientales 
requeridos para el uso, aprovechamiento o movilización de los recursos naturales 
renovables o el desarrollo de actividades que afecten o puedan afectar el medio 
ambiente, así como para conocer y sancionar otros hechos o situaciones que 
atenten o violen la normatividad ambiental.  
 
Los factores de competencia que establece la Ley 99 de 1993, determinan la 
autoridad ambiental competente para sancionar una infracción a las normas sobre 
uso, protección, conservación, restauración y recuperación de los recursos 
naturales renovables y el medio ambiente. Los requisitos o presupuestos para 
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imponer una sanción administrativa policiva al infractor de las normas sobre 
protección del medio ambiente o sobre el manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables, son distintos a los exigidos para imponer una medida 
preventiva en los mismos supuestos.  
 
En efecto, la imposición de sanciones comprende todo el trámite administrativo 
policivo que se inicia de oficio, o por razón de informe de funcionario público, o por 
denuncia o queja de cualquier persona o como consecuencia de haberse tomado 
una medida preventiva. Este trámite comprende varias etapas procesales tales 
como la de investigación previa, la de formulación de cargos al presunto infractor, 
la contestación de los descargos, la del decreto de pruebas, la de calificación de la 
infracción y la de imposición de la sanción o absolución del inculpado, según fuere 
el caso. 
 
De conformidad con lo anterior se observa la notoria diferencia en cuanto a 
competencia y procedimientos a seguir para la práctica de medidas preventivas y 
para la imposición de sanciones por razón de las violaciones a la normatividad 
ambiental y de protección a los recursos naturales renovables. Ahora bien, en lo 
que respecta al ejercicio de la función policiva al interior de una Corporación 
Autónoma Regional, se advierte que la misma reposa en cabeza del representante 
legal de la entidad, a menos que por manual de funciones o delegación, este 
atribuida a otros funcionarios.  
 
Además, la Ley 1333 de 2009 establece el procedimiento sancionatorio 
ambiental y la titularidad de la potestad sancionatoria en materia Ambiental para 
imponer y ejecutar las medidas preventivas y sancionatorias; sin embargo, es 
importante destacar que con la expedición de la Ley 1437 de 2011 el procedimiento 
sancionatorio ambiental consagrado en la ley 1333 de 2009 sufrió modificaciones 
sustanciales: por un lado se incluyeron nuevas etapas, y por otro se adicionaron y 
modificaron las ya existentes. Etapas como la comunicación a terceros interesados, 
el traslado para alegar y el traslado de las pruebas aportadas con el recurso de 
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reposición constituyen una nueva regulación que se integra al estatuto existente, y 
surge uno nuevo.  
 
La Ley 1333 de 2009 reguló el procedimiento sancionatorio ambiental 
mediante las siguientes etapas procesales: 
 
1) Indagación preliminar (artículo 17), 
2) Iniciación del procedimiento sancionatorio (artículo 18), 
3) Notificaciones (artículo 19), 
4) Intervenciones (artículo 20), 
5) Remisión a otras autoridades (artículo 21), 
6) Verificación de los hechos (artículo 22), 
7) Cesación de procedimiento (artículo 23), 
8) Formulación de cargos (artículo 24), 
9) Descargos (artículo 25), 
10) Práctica de pruebas (artículo 26), 
11) Determinación de la responsabilidad y sanción (artículo 27), 
12) Notificación (artículo 28), 
13) Publicidad (artículo 29), 
14) Recursos (artículo 30), 
15) Medidas compensatorias (artículo 31) (C-595/10). 
 
No obstante, con la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011 “por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo”, el procedimiento sancionatorio ambiental establecido por la Ley 
1333 de 2009, aunque no fue derogado expresa o tácitamente, sí sufrió algunas 
modificaciones que es necesario analizar con el fin de establecer claramente los 
límites, etapas y pasos a seguir al momento de imponer sanciones, y así evitar una 
posible violación al derecho fundamental al debido proceso. 
 
En el título III, capítulo III de la Ley 1437 de 2011 consagró el procedimiento 
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administrativo sancionatorio general, con la salvedad que el mismo solo aplica en 
dos casos: 1) cuando el procedimiento no esté regulado por leyes especiales o por 
el Código Disciplinario Único, y 2) cuando existan situaciones no previstas en las 
leyes especiales (artículo 47), esta última estipulación reforzada por el artículo 34 
del citado Código.  
 
Los principales aspectos que introduce la Ley 1437 de 2011 al procedimiento 
existente son los siguientes: i) la inclusión de tres (3) nuevas etapas procesales: la 
comunicación al interesado (artículo 47), el traslado para alegar (artículo 48) y el 
traslado de las pruebas aportadas con el recurso de reposición (artículo 79); ii) la 
modificación o adición de etapas ya existentes: el deber de indicar dentro de la 
formulación de cargos las sanciones o medidas que serían procedentes (artículo 
47), la notificación de los cargos por aviso en vez del edicto, la utilización de medios 
electrónicos (artículo 53), la notificación electrónica, en estrados y por aviso 
(artículos 56, 67 y 69); iii) la inclusión de un nuevo elemento para la graduación de 
las sanciones, a saber, el grado de prudencia o diligencia con que el procesado 











FORMA EN QUE OPERA LA REPARACIÓN DE LOS DAÑOS AMBIENTALES 
PRODUCIDOS POR LA MINERÍA LEGAL DE CARBÓN Y COMO SE PUEDEN 
REDUCIR DE LOS IMPACTOS NEGATIVOS GENERADOS AL MEDIO 




La Constitución de 1991 señaló un conjunto de deberes ambientales a cargo 
del Estado, entre los que sobresalen: proteger la diversidad e integridad del 
ambiente; conservar las áreas de especial importancia ecológica, fomentar la 
educación para lograr estos fines y garantizar la participación de la comunidad en 
las decisiones que puedan afectar el ambiente sano (artículo 79). Igualmente, debe 
prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental; imponer las sanciones y 
exigir la reparación de los daños causados; planificar el manejo y aprovechamiento 
de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, conservación, 
restauración o sustitución, y cooperar con otras naciones en la protección de los 
ecosistemas situados en zonas fronterizas (art. 80). 
 
Además, la Constitución también previó deberes compartidos entre el Estado 
y los particulares, al señalar que es obligación del Estado y de las personas proteger 
las riquezas culturales y naturales de la nación (art. 8). Por otra parte, la Constitución 
incluyó el aspecto ambiental como un componente fundamental del Plan Nacional 
de Desarrollo, ordenando al Gobierno señalar objetivos, estrategias, programas y 
metas ambientales (art. 339).  
 
Otras disposiciones constitucionales importantes en la materia son: el 
otorgamiento de competencias ambientales a las entidades territoriales; la definición 
de fuentes de financiación para la gestión ambiental; la posibilidad de que el 
Presidente de la República decrete el estado de emergencia ecológica; la 
consagración de la propiedad como una función social a la cual le es inherente una 
función ecológica; y la posibilidad de que el Estado, por intermedio de la ley, 
intervenga en el aprovechamiento de los recursos naturales y en los usos del suelo, 
con el fin de lograr la preservación del ambiente.  
 
Frente a los retos y responsabilidades conferidas por la Constitución de 1991 
al Estado colombiano y como respuesta a los compromisos de la agenda 
internacional derivada de la Cumbre de Río de Janeiro de 1992, se consideró 
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necesario crear un ente de la más alta jerarquía administrativa que estuviera en 
capacidad de responder adecuadamente a los mandatos de la nueva Carta Política 
y que solucionara el problema de la atomización de las competencias ambientales 
en diversas entidades del orden nacional y regional. (Instituto de Estudios 
Ambientales y Meteorológicos, 2002, pp. 53 y ss).  
 
En la Constitución de 1991, existen numerosas disposiciones dispersas 
referentes al bien jurídico ambiental y de donde, según la Corte Constitucional, “de 
una lectura, sistemática, axiológica, y finalista, surge el concepto de Constitución 
ecológica”. (Corte Constitucional, Sentencia T-411 de 1992. M.P. Alejandro 
Martínez Caballero). Es decir, que el Estado colombiano, a través de sus 
autoridades ambientales, tiene el deber de prevenir, mitigar, indemnizar, exigir la 
indemnización y punir o sancionar penal y administrativamente los daños 
ambientales, incluidos los ocasionados por actividades mineras legales o ilegales. 
 
Según el artículo 2 del Decreto 2715 del 28 de julio de 2010, es procedente 
la imposición de medidas preventivas y procesos sancionatorios a las personas que 
estén explotando y generen impactos ambientales aun cuando hayan presentado la 
solicitud de legalización ante Ingeominas. 
 
Al respecto, son precisamente las autoridades ambientales en quienes 
radican estos deberes frente al caso de la  minería.  
 
Si bien es cierto que el Estado colombiano, es responsable del daño 
ambiental, no se puede desconocer que cuando ocurren situaciones que deterioran 
el ambiente en sí mismo considerado, como en el caso de la minería legal, se debe  
obligar al causante a que asuma su responsabilidad; es decir, se deben declarar 
legalmente responsables a quienes ocasionan daños ambientales, a fin de que se 




En este sentido, el Estado tiene la obligación de exigir la reparación de los 
daños ambientales (Constitución Política de Colombia, art. 80 inciso 2), lo cual se 
hace a través de varios mecanismos como la imposición de medidas u obligaciones 
de mitigación en la licencias ambientales y la exigencia de reparación de los daños 
ambientales, establecida junto con las sanciones administrativas de carácter 
ambiental que imponen las autoridades ambientales. (Corte Constitucional, 
Sentencia C-339 de 2002, Magistrado Ponente: Dr. JAIME ARAUJO RENTERÍA). 
 
La Ley 99 de 1993, hace mención específica al daño ambiental, y la 
obligación de controlar, mitigar, compensar y sustituir que recae sobre los 
particulares, es decir establece la prevención.  Asimismo, fija  la obligación 
perentoria de  quien causa un daño ambiental, de evaluar dicho daño y proponer las 
medidas necesarias impuestas por orden de la autoridad ambiental (deber de 
reparar); y además, regulaba, en el Título XII, una serie de sanciones y medidas de 
policía, que remiten para efecto de su imposición al procedimiento previsto por el 
Decreto 1594 de 1984, reglamentario de la legislación ambiental en materia de uso 
de aguas y residuos líquidos. Tales disposiciones fueron subrogadas por la Ley 
1333 de 2009, que establece el procedimiento sancionatorio ambiental. 
 
Por su parte la Corte Constitucional en la Sentencia T-154 de 2013, M. P. 
NILSON PINILLA PINILLA, expresó en relación con la protección al medio ambiente, 
lo siguiente: 
   
La conservación del ambiente no solo es considerada como un asunto 
de interés general, sino principalmente como un derecho internacional y 
local de rango constitucional, del cual son titulares todos los seres 
humanos, “en conexidad con el ineludible deber del Estado de garantizar 
la vida de las personas en condiciones dignas, precaviendo cualquier 
injerencia nociva que atente contra su salud”. Al efecto, la Constitución 
de 1991 impuso al Estado colombiano la obligación de asegurar las 
condiciones que permitan a las personas gozar de un ambiente sano, y 
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dispuso el deber de todos de contribuir a tal fin, mediante la participación 
en la toma de decisiones ambientales y el ejercicio de acciones públicas 
y otras garantías individuales, entre otros. 
 
Y más adelante en el mismo pronunciamiento de la Corte, se específica en 
torno a la explotación de carbón, lo siguiente: 
 
Sin duda, la explotación, transporte y almacenamiento de carbón genera 
dispersión de partículas, que afectan la pureza del aire, al igual que la 
tierra y el agua donde finalmente caen. En tal virtud, esas actividades 
deben estar sometidas a vigilancia, con específicas y severas medidas 
sanitarias y de control, tendientes a proteger la indemnidad del ambiente, 
el bienestar general y, particularmente, la salud y demás derechos de la 
población circunvecina. 
 
El artículo 4° de la Ley 1333 de 2009, en clara armonía con lo dispuesto en 
el artículo 80 Superior, precisa que las sanciones administrativas en materia 
ambiental tienen una triple función: preventiva, correctiva y compensatoria. En este 
mismo sentido, el artículo 5, define las infracciones ambientales como toda acción 
u omisión que constituya violación de las normas ambientales, así como todo daño 
causado al medio ambiente, con las mismas condiciones que para configurar la 
responsabilidad civil extracontractual establece el Código Civil y la legislación 
complementaria, a saber: el daño, el hecho generador con culpa o dolo y el vínculo 
causal entre los dos. Cuando estos elementos se configuren darán lugar a una 
sanción administrativa ambiental, sin perjuicio de la responsabilidad que para 
terceros pueda generar el hecho en materia civil. El infractor será responsable ante 
terceros de la reparación de los daños y perjuicios causados por su acción u 
omisión.  (Procuraduría General de la Nación, 2011). 
 
De lo anterior se advierte que la circunstancia de que se le imponga una 
sanción, no exime al infractor de adoptar las medidas que la autoridad ambiental 
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estime necesarias, merced a un juicio de proporcionalidad, para compensar y 
restaurar el daño o el impacto causado con la infracción. 
 
Por otra parte, es necesario precisar que las regalías1 que ingresan al 
departamento, provenientes de la explotación y transporte de los recursos naturales 
no renovables, no tienen como vocación la reparación de los daños ambientales, es 
decir, que los mismos deben ser asumidos directamente por los operadores de las 
minas. 
 
De acuerdo a lo expresado en líneas anteriores, lo que queda para lograr la 
reducción de los impactos negativos generados al medio ambiente, y asociados a 
la explotación de carbón, es que los propietarios o explotadores, elaboren e 
implementen planes de mitigación de los impactos producidos por los procesos de 
explotación del carbón, como son: 
 
1.  En el componente atmosfera y para controlar la emisión de polvo y gases 
que afectan la calidad del aire, se deben instalar dispositivos adecuados de 
eliminación de la contaminación (filtros), que permitan la captación directa del polvo; 
así como esparcir agua en los frentes de trabajo, almacenes a cielo abierto de 
mineral y en la red vial para disminuir el proceso de deflación; además, cubrir las 
superficies denudadas con cobertura herbácea para disminuir la erosión y por lo 
tanto la contaminación. 
 
2. En cuanto al ruido  y vibraciones, se deben utilizar explosiones con 
microrretardos para disminuir la actividad sísmica; emplear silenciadores en 
motores y plantas; así como realizar análisis y monitoreos para las emisiones de 
ruidos al menos una vez al año dentro de la  mina y zonas aledañas. 
 
                                                             
1 Contraprestación económica de propiedad del Estado que se causa por la explotación de los 
recursos naturales no renovables. 
86 
 
3. Con relación a la contaminación de las aguas, se deben hacer análisis de 
las aguas residuales para evaluar el impacto producido en las fuentes (ríos, 
quebradas) aledaños y tomar las medidas pertinentes de acuerdo con la afectación. 
 
4. Por su parte sobre medio biótico (flora y fauna), se debe reforestar la zona 
aledaña a la mina priorizando árboles y arbustos del mismo lugar; además de 
sustituir las especies que sean eliminadas, manteniendo vedadas aquellas especies 
sobre las cuales existen evidencias de peligro de extinción; asimismo, aplicar 
métodos de cuidado y vigilancia, con el fin de minimizar las alteraciones sobre la 
vida animal en las distintas fases del sistema de explotación. 
 
 
La reparación de los daños ambientales producidos por la minería 
 
La realización de conductas que producen una contaminación, degradación, 
deterioro o daño ambiental puede hacer nacer en las personas que las llevan a cabo 
una responsabilidad u obligación de hacer algo, como reproche, retribución o 
compensación a la alteración del medio. Precisamente, uno de los principios 
esenciales de la política y del derecho ambiental desde hace más de tres décadas 
es el de que ''quien contamina, paga'', que está recogido al más alto nivel tanto 
internacional como nacional. En el plano internacional, la Declaración de Río de 
Janeiro de 1992 (ONU, 1992) establece en su principio 16 que los Estados deben 
procurar la internalización de los costes ambientales, ''teniendo en cuenta el criterio 
de que el que contamina debería, en principio, cargar con los costes de la 
contaminación...'' 
 
Sin embargo, cuando ocurren situaciones que deterioran el ambiente en sí 
mismo considerado, como en el caso de la minería legal o ilegal, surge la pregunta: 
¿quién debe hacerse cargo del costo por el saneamiento o la reparación de los 
daños?, ¿debe hacerlo la sociedad en su conjunto o el causante de los daños, 




Sin duda, la respuesta colectiva es obligar al causante a que asuma su 
responsabilidad. Declarar legalmente responsables a quienes ocasionan daños 
ambientales es uno de los mecanismos para que se tengan mayores precauciones 
que permitan evitar daños al medio-ambiente. 
 
De acuerdo con los preceptos constitucionales anteriormente anotados, el 
Estado tiene la obligación de exigir la reparación de los daños ambientales 
(Constitución Política de Colombia, art. 80 inciso 2), lo cual se hace a través de 
varios mecanismos como la imposición de medidas u obligaciones de mitigación en 
la licencias ambientales y la exigencia de reparación de los daños ambientales, 
establecida junto con las sanciones administrativas de carácter ambiental que 
imponen las autoridades ambientales. 
 
Para el caso de las actividades mineras con autorización minera y ambiental, 
las autoridades ambientales pueden exigir la reparación de los daños causados al 
entorno natural a través de las licencias ambientales y de los actos administrativos 
que imponen sanciones ambientales. En cuanto a las actividades mineras no 
autorizadas, en el acto administrativo proferido por la autoridad ambiental que 
impone las sanciones del caso, se debe exigir al operador de la mina, la reparación 
de los daños causados al entorno natural, tal como lo establece la Ley 1333 de 2009 
(República de Colombia, 2009): 
Artículo 31. (...) La imposición de una sanción no exime al infractor del 
cumplimiento de las medidas que la autoridad ambiental competente 
estime pertinentes establecer para compensar y restaurar el daño o el 
impacto causado con la infracción. 
(...) 
 
Articulo 40 (...) Parágrafo 1°. La imposición de las sanciones aquí 
señaladas no exime al infractor de ejecutar las obras o acciones 
ordenadas por la autoridad ambiental competente, ni de restaurar el 
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medio ambiente, los recursos naturales o el paisaje afectados. Estas 
sanciones se aplicarán sin perjuicio de las acciones civiles, penales y 
disciplinarias a que hubiere lugar. 
 
Ahora bien, es importante aclarar que las regalías provenientes de la 
explotación y transporte de los recursos naturales no renovables no tienen como 
vocación la reparación de los daños ambientales, pues, como se observó, los 
mismos deben ser asumidos directamente por los operadores de las minas. 
 
El Departamento Nacional de Planeación-DNP-(2007) define las regalías 
como una contraprestación económica de propiedad del Estado que se causa por 
la explotación de los recursos naturales no renovables. Así las cosas, el valor de las 
regalías, que se determina a partir de las cantidades producidas y del canon que se 
fije para cada recurso natural, debe entenderse neto de los costos en que incurran 
los explotadores mineros para reparar o mitigar los daños ambientales. 
 
Cosa distinta sería que se estableciera como gasto prioritario la defensa del 
medioambiente en zonas no productoras de recursos naturales renovables, como 
por ejemplo, la remuneración a ciertas entidades territoriales por evitar la 
deforestación. 
 
Este es el verdadero sentido de la actual normativa que regula las regalías al 
establecerse que a las regalías indirectas pueden tener acceso todas las entidades 
territoriales presentando proyectos, entre otros, de preservación del 
medioambiente, atendiendo a lo preceptuado en el artículo 361 de la Constitución 
Nacional. 
 
No obstante, cabe mencionar que según el proyecto de Acto Legislativo 13 
de 2010 mediante el cual se modifican los artículos 360 y 361 de la Constitución 
Política de Colombia, se elimina la posibilidad de inversión en la preservación del 
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medioambiente (Ministerio de Hacienda y Crédito Público & Ministerio de Minas y 
Energía, 2010). 
 
Con respecto a lo anterior, aunque los dineros de las regalías no deben ser 
usados para reparar los daños ambientales producidos por las explotaciones 
mineras y de hidrocarburos, resulta reprochable que se reduzcan los fondos para la 


















CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Frente a la normatividad que se encarga de la protección del medio ambiente, se 
encuentran la Constitución Política de Colombia (artículos 7, 9, 49, 58, 63, 79, 80, 
88, 95, 330; además de las Leyes 23 de 1973; Ley 9 de 1979; 99 de 1993; 685 de 
2001; 1333 de 2009; 1382 de 2010; 1437 de 2011; así como los Decretos  2811 de 
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1974 y 2041 de 2014; e igualmente, una variada jurisprudencia de la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado.  
 
Ahora, frente a las políticas relacionadas con la actividad minera en el territorio 
nacional, hay varios actores e instancias gubernamentales que intervienen en la 
formulación, adopción e implementación de las mismas. En primer lugar, está el 
Gobierno Nacional con sus ministerios y entidades adscritas; en segunda instancia, 
los actores de orden regional, y, por fin, otros actores; así: 1. Ministerio de Minas y 
Energía (MME); 2. Agencia Nacional Minera (ANM); 3. Agencia Nacional de 
Hidrocarburos (ANH); 4. Unidad de Planeación Minero Energética (UPME); 5. 
Servicio Geológico Colombiano (SGC); 6. Comisión de Regulación de Energía, Gas 
y Combustibles (CREG); 7. Instituto de Planificación y Promoción de Soluciones 
Energéticas para las Zonas No Interconectadas (IPSE); 8. Ministerio de Medio 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS); 9. Instituto de Hidrología, Meteorología 
y Estudios Ambientales (IDEAM); 10. Instituto de Investigación de Recursos 
Biológicos “Alexander Von Humboldt”; 11. Instituto de Investigaciones Marinas y 
Costeras “José Benito Vives de Andréis”, INVEMAR; 12. Instituto Amazónico de 
Investigaciones Científicas, SINCHI; 13. Instituto de Investigaciones Ambientales 
del Pacífico “John Von Neumann”, IIAP; 14. Sistemas de Parques Nacionales 
Naturales (PNN); 15. Fondo Nacional Ambiental (FONAM); 16. El Ministerio del 




En el caso específico de los controles que se aplican por parte de las entidades 
responsables de la vigilancia y control a la explotación legal de carbón, en el marco 
de la política pública de protección al medio ambiente, esta es función de las 
Corporaciones Autónomas Regionales CAR, quienes actúan en el nivel territorial, 
mediante Operativos de Control y Vigilancia Ambiental sobre protección del medio 
ambiente, de acuerdo a lo consagrado en el Decreto  2041 del 15 de octubre de 
2014, por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 de 1993 sobre licencias 
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ambientales; así el control ambiental a los recursos agua, aire y suelo es llevado a 
cabo por las corporaciones autónomas regionales; es decir, que las CAR tienen 
expresas y precisas funciones en torno a la protección del medio ambiente, para 
ello la ley le ordena entre otras cosas, otorgar licencias ambientales, vigilar el 
cumplimiento de la normativa ambiental, adelantar procedimientos administrativos 
sancionatorios y ordenar la reparación de los daños causados. 
 
Por su parte, de conformidad con el artículo 83 de la Ley 99 de 1993, el 
Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas Regionales, además 
de los departamentos, municipios y distritos quedan investidos, a prevención de las 
demás autoridades competentes, de funciones policivas para la imposición y 
ejecución de las medidas de policía, multas y sanciones establecidas por la ley, que 
le sean aplicables. 
 
Con respecto al daño ambiental producido por las actividades mineras, el 
Estado colombiano tiene básicamente cuatro deberes, conforme a la Constitución 
Política de Colombia: 1. El deber de prevenir los daños ambientales; 2. El deber de 
mitigar los daños ambientales; 3. El  deber de indemnizar y exigir la indemnización 
de los daños ambientales; y  4. El deber de punir o sancionar penal y 
administrativamente los daños ambientales; es decir, que el Estado a través de sus 
autoridades ambientales, tiene el deber de prevenir, mitigar, indemnizar, exigir la 
indemnización y  sancionar penal y administrativamente los daños ambientales 
producidos por agentes externos, incluidos los ocasionados por actividades mineras 
legales o ilegales. 
 
Si bien es cierto que el Estado colombiano, es responsable del daño 
ambiental, no se puede desconocer que cuando ocurren situaciones que deterioran 
el ambiente en sí mismo considerado, como en el caso de la minería legal, se debe  
obligar al causante a que asuma su responsabilidad; es decir, se deben declarar 
legalmente responsables a quienes ocasionan daños ambientales, a fin de que se 




Las actuaciones y procedimientos administrativos cuya finalidad sea la 
imposición de sanciones por infracción ambiental que inicien a partir del 2 de julio 
de 2012, deberán acoger las nuevas etapas, las adiciones o modificaciones 
establecidas en la Ley 1437 de 2011 con el fin de evitar la violación al derecho 
fundamental al debido proceso del investigado. Decidir no realizar la integración 
normativa y aplicar únicamente el procedimiento establecido en el capítulo IV de la 
Ley 1333 de 2009 conlleva necesariamente a la violación del debido proceso del 
investigado y al desconocimiento de los principios y derechos consagrados en la 
Constitución Política de 1991 y desarrollados por la Ley 1437 de 2011 en el Titulo I, 
Capítulos I y II. 
 
A la minería y demás etapas del proceso del carbón, le son inherentes 
grandes impactos ambientales y sociales debido a las transformaciones que se 
causan en las regiones donde se establece. Así mismo, la región minera ha sido 
catalogada como área fuente de contaminación debido a la emisión de partículas a 
la atmósfera que en varias partes superan los niveles permitidos por las normas. En 
cuanto a los daños ambientales que se generan al ecosistema, producto de la 
explotación minera de carbón, se encuentra que esta afecta al agua, el medio 
ambiente, la atmósfera y los seres humanos, de diferentes formas, por lo que los 
impactos producidos al componente ambiental por la explotación minera de carbón; 
se pueden clasificar en impactos al componente abiótico, e impactos al componente 
biótico; los primeros son los generados al suelo, al agua, y, a la atmosfera o paisaje; 
y los segundos, tienen que ver con la fauna y la flora.  
 
El daño al medio ambiente que genera la extracción de carbón, se da 
principalmente por la conversión provisional de grandes zonas de suelo, lo cual 
conlleva  a la erosión del suelo, la contaminación por ruido y polución del agua, así 
como impactos en la biodiversidad. Por su parte, la atmosfera, también se ve 
afectada por la combustión del carbón, la cual origina residuos que pasan al 
ambiente como los óxidos de azufre, óxidos de nitrógeno, dióxido de carbono, 
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partículas de hidrocarburos, y vapor de agua, los cuales es necesario que sean 
absorbidos por la naturaleza, para no generarle impactos ambientales.  
 
El daño ambiental ocasionado como consecuencia de una actividad de 
minería, indiscutiblemente genera una responsabilidad administrativa a cargo del 
Estado, de acuerdo a lo señalado en el artículo 90 de la Constitución Política, el cual 
determina que el Estado debe responder patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables causados por la acción u omisión de sus 
agentes. Además porque es deber del Estado garantizar que el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales se haga de manera sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución, así mismo deben prevenir y controlar los 
factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación 
de los daños causados, lo cual se hace a través de varios mecanismos como la 
imposición de medidas u obligaciones de mitigación en la licencias ambientales y la 
exigencia de reparación de los daños ambientales, establecida junto con las 
sanciones administrativas de carácter ambiental que imponen las autoridades 
ambientales. 
 
En cuanto a la forma en cómo se pueden reducir los impactos negativos 
generados al medio ambiente, y asociados a la extracción y explotación de del 
carbón, se tiene que los propietarios o explotadores elaboren e implementen planes 
de mitigación de los impactos producidos por los procesos de explotación del 
carbón, dirigidos al componente atmosfera (control de polvo y partículas que afectan 
el aire); recurso hídrico (control de aguas residuales); y, flora (planes de 
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ANEXO A: MATRIZ DE ANÁLISIS NORMATIVO  
LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO ANTE EL DAÑO 
AMBIENTAL GENERADO POR LA EXPLOTACIÓN LEGAL DE 
CARBÓN  




        
PROPÓSITO: Analizar la responsabilidad que tiene el Estado Colombiano frente al daño ambiental 
generado por la explotación legal de carbón.  
    
A continuación se presenta el análisis documental dirigido a examinar el ordenamiento jurídico 
colombiano a fin de precisar cómo está consagrada la protección al medio ambiente que debe 
garantizar el Estado. 
LEY:   AÑO: 
TEMA QUE REGULA:   
FECHA DE EXPEDICIÓN: FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA:   
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ANEXO B: MATRIZ DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO ANTE EL DAÑO 




INSTRUMENTO TIPO MATRIZ DOCUMENTAL DIRIGIDO AL ANÁLISIS DE DOCUMENTOS. 
        
PROPÓSITO: Analizar la responsabilidad que tiene el Estado Colombiano frente al daño 
ambiental generado por la explotación legal de carbón. 
     
A continuación se presenta el análisis documental dirigido a identificar los controles que se aplican 
por parte de las Entidades responsables de la vigilancia y control a la explotación legal de carbón, 
en el marco de la política pública de protección al medio ambiente. 
  





Autor (es):  
Tipo de documento:  




Tema que aborda: 
Fecha de publicación: Lugar: Edición: No. de páginas:  
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ANEXO C: MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 
LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO ANTE EL DAÑO 
AMBIENTAL GENERADO POR LA EXPLOTACIÓN LEGAL DE 
CARBÓN  
 
INSTRUMENTO TIPO MATRIZ DE ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DIRIGIDO AL ESTUDIO DE LAS 
SENTENCIAS. 
        
PROPÓSITO: Analizar la responsabilidad que tiene el Estado Colombiano frente al daño ambiental 
generado por la explotación legal de carbón.  
    
A continuación se presenta el análisis documental dirigido a establecer la forma en que opera la 
reparación de los daños ambientales producidos por la minería legal de carbón y como se pueden 
reducir de los impactos negativos generados al medio ambiente, y asociados a la extracción y 
explotación de carbón. 
Fecha de análisis   
Corporación  1. Corte Constitucional   
2. Corte Suprema de Justicia  
3. Consejo de Estado  
4. Juzgado 
5. Otra, cuál? 
Tipo de Providencia e 
Identificación  
 
Fecha de la Providencia  
Juez que profiere la providencia   
Actor  
Demandado   
Asunto  
Hechos  
Problema jurídico 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Ratio decidendi 
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